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ACCIÓN DE IN CONSTITUCIONALIDAD 

01 /200, 
PROMOVENTE: 

COMISIONADO DE LOS DERECHOS 

HUMANOS DEL ESTADO DE MÉXICO, 

LICENCIADO JAIME ALMAZÁN 

DELGADO 

'rotuca, Estado de México once ~unio de dos mil nueve. 

~~ 
O 

Ót!JsULTANDO: 

r 
PRIMERj.~r escrito presentado el día diecinueve de marzo 

de d0cf~ nueve, en la Oficialía de Partes Común de las Salas 

CirS y Penales Región Totuca del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de México, el Licenciado JAIME ALMAZAN 

DELGADO, en su carácter de Comisionado de los Derechos 

Humanos del Estado de México, promovió acción de 

mconsutucronenoeo contra las infracciones establecidas en el , 
artículo 74 fracciones 1, Ir, III, VI Y VII del Bando de Gobierno 

del Municipio de 'rofuca 2009, así como de sus respecti ...as 

sanciones previstas en el último párrafo del artículo y 

ordenamiento citado, emitido y promulgado por las 

autoridades que a continuación se precisan: 
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1.- ÓRGANOS QUE EMITIERON Y PROMULGARON LA NORMA 
, 

GENERAL IMPUGNADA. 

a) Ayuntamiento del Municipio de Totuca, Estado de México. 

b) Presidente Municipal Constitucional de Totuc a. 

U. NORMA GENERAL CUYA INVALIDEZ SE RECLAMA Y MEDrO 

OFICIAL EN QUE SE PUBUCÓ. 

"Infracciones previstas en las fracciones 1, ll, III, VI Y VII del 
I 

artículo	 ,74 del Bando de Gobierno del Municipio de Totuca 2009, y
I , 

en consecuencia "sus respectivas sanciones, establecidas en el 
I 

último p1árrafo del artículo y ordenamiento citado, publicado en la , 
, 

"Gaceta ;Municipal" de Toluca, medios electrónicos, lugares públicos 

tradicionales de la ciudad de Toiuca, Sectores, Delegaciones y 

Subdelegaciones, el cinco de febrero de dos mil nueve; así como en 

el Periódico oncrer del Gobierno de! Estado Libre y Soberano de 

MéxiCO "Gaceta del Gobierno", Número 44 de fecha nueve de marzo , 

de dos mil nueve", 

SEGUNDO. los conceptos de Invalidez formulados en la 

presente acción de inconstitucionalidad, son los siguientes: 

"En atención a las "Consideraciones sceee la identld~d que tienen 

I~S intraccione'!'l previstas en las traCCiOOIlS 1, 11, III, VI Y VII del artículo 

74 del Bando de Gobierno del Munidpio de 'ronree 2009, con diversos 

delitos estaetecracs en el CódiQo penal del Estado de Mé,.ico'·, del 

creseree escrito ce demanda, se desprende lo siguiente: 

l.	 (SQbn! la investigación de los hechos Q'ue pueden constituir 

delitos) 

Las infracciones previstas en 'as fracciones I, n, I1I, VI Y VII dal articule 

74 del Bando de Gobierno del Municipio de ronce 2.009, así como S\JS respectivas 

sanciones,! establecidas en el último cérrerc d"!l arttcujo y crcenememc citado, 

son contr~rias a los areccios 5 primer párrafo, 81 y 86 de la Ccnstttuclón Política 
, 

del Estado Libre Y Soberano de México; y atendicMe al rubro de 

"Consideradones sobre el parámetro constitucjonal par" Q'ue el 
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Comisionado dli! los Derechos Humanos del Estado de MéIico promueva 

la presente acción de inconstltuclonalidadu 
, también ccncctcae las 

libertades, dered10s y garantías consagradas en los artículos 16 y 21 ce la 

Constitución Política de los esteces U~¡d<ls Me)(icanos; 48 fracción XVI ce la Ley 
ESTADO DE MEXIOO 

Orgánica Municipal del estece de Mi!xicO; S inciso b) fracciones l, 1I, X Y XIII de 

la Ley OrgiÍnica de la Procuradurla General de rusnce del esteco de México y 3 

del Código de Procedimientos Penales del Estado de néxrcc. en observancia a lo 

siguiente: 

Los delitos son las conductas trmces y antijUridlCilS realizadas por alg'Jlen 

imputable y culpable, Que darán por consecuencia la punibilidad; los cuales se 

encuentran comprendidos, espectatmente, eo la legislación sustantiva penal 

vigente federal y estatal. 

En este sentillo, y atefldiefldo al aparta~de '~Consid<i!racion<i!S scnre la 

identidad que tienen las rnfreccíonee ~ristas en las rr~cclones 1, n, In, 

VI y VIl del artículo 74 del 8ando~YObili!rno de.1 M~nicIP.O de Toluca 

2009, con diversos delitos e5ta~~s en el Código Pli!nal del Estado de 

MéIlco", es importante tomar en Usideración el articulo 81 de la Constitución 

eounca del Estado Libre y sor:;~~ de México, que d;,spone: 

artlcuto 81. co-respcnoe al Ministeno Público ta investlqaclón y 

persecucón ele los de~I~S ~I ejercido ele la acoón penal. ' 

La ocncre~Jtt(al escara bajo la autcrroac y manco inmediato de! 

Ministerio PÚb'1"'~ 

Del pre~to invocado se oescrenoe ccn claridad, que la investiílaCIOn de 

los delitos !':mpete excíusrvamente al Ministerio Público, pracrsanoc que en el 

ejerc.cc de esta ñmcón, la Policía Judicial, ahora Policía r-,'nlstenal, estará bajo 

la dirección del Representante Social. 

De tal manera, e! precepto en comento es respetuoso del principio ele 

supremacía constitucional, pues guarda congruerKia con lo dispuesto por el 

articulo 21 ele la Constitución Potltíca ce los Estados Unidos MexiCilnos, al 

estatllecer que te dirección de la rnvesnnacróo de hechos posiblemente 

constitutivos de oerecs. úniCilmente incumbe al Ministerio Público, excluyendo a 

Reafirma lo antes señalado el articule 86 primer p.¡írralo ele la Ccnstirucián 

pctltrca del Estado Libre y Soberano de MhICO, el cual establece: 



.,~ ¡ 

Artku!o 86. El Ministerio Público y la Pohcía Judicial podrán solicitar la 

colaboración de los cuerpos de següridad pública del Estado y de los municipios 

en la perse,-uci6n de los delitos. 

( ) 

De dicho crecaotc se desprende la facultad que tiene el Ministerio Públko ,
 
I
 

p<lr<l solicitar la participación de los cuerpos ce seguridad pública del Estado y de 
I 

los municipios, en la investigación y cerseccc.ón de los delitos; sin que esto 

implique que erebos cuerpos están recuneoos pare ejercer la función 

discrecionalmente, pues su intervención debe estar sujeta a la dirección y mando 
I 

del Ministerio púbnco. 

Ahora bien, tomando en consideración que el artículo 5 primer párrafo de 

la Constitución Local, dispone que en la entidad todos los individuos son iguales y 

tienen las libertades, derechos y garantías que la Constitución Federal, así como 

la Consntuctón y Leyes del Estado establecen; resulta eoecoeco señalar que 

sobre la investigación de los hechos que pueden constituir delitos, el articulo 21 

primer y segundo párrafos de la Ccnstltuctón política de los Estados umrícs 

Me~¡canos, contemplan: 

Artículo 21. La investlqaclón de los delitos corresponde al Ministerio 

Público y a las policías, las cuales actuaran bajo la condición y mando de aquél en 

el ejercicio de este función. 

El ejercicio de la acdón cener ante los tribunales corresponde al MinisteriO 

Público ( ) 

(...I 

De lo señalaro, es clero que la lnvesnqacíón de los delitos únicamente 

compete al Ministerio Púb',;,co y a las policías, haciendo una distinción jerárcutce. 

p<lra establecer que en la investiga<:ión de los delitos, las policías deben actuar 

bajo la dirección del Ministerio Público, quien rUrlge como el órgano rector del 

eiernoc de esta fundón. 

En este senti,jo, cuando el Ministerio Público tiene conode-íento de un 

hecho que puede ser constitutivo de un delito, debe nuctar 1", investigación, 

ordenando 1", mterve-icén de las couctes a erecto de que contribuyan a la reunión 

de los elementos necesarios para que el Representante Social pueda determinar 

si obran datos que establezcan cue se ha comeuce ese hecho y que exrsta la 

probabilidad de oua.er indiciado lo cometió o participó e" su comisión y, en su 

caso, Formule la accum panat correspondiente ante la autoridad jlJdiCial. 



PODEN JUDICIAL 

ESTADODEMl'.XlcO 

Robustece lo ente-ter. el artículo 16 cuarto párralo de la Cortstitución 

Federal, que establece: 

Articulo 16 (.. ) 

(.. , ) 

Cualquier persona puede detener al ronceoc en el momento en que esté 

co-oanenoo un delito o inmediatamente después de haberlo comecido, poniéndole 

sin cernera a disposición de la autoridad mas cercana y ésta con la misma 

pn:mtitud, a la del Ministerio público. Existirá' un re¡jlistro inmediato de la 

oetenrtén. 

r..) 
De dicho precepto fundamentalmente se desprende la protestad que 

tienen toda persona y autoridad para poder detener a otra en el memento en que 

esté desplegando urta conducta delictiva; y ~¡smo, dispo"" su obligación para 

que de rnanere Inmed;,ata ponqan al indi+ a disposición del Ministerio Público, 

autoridad a la que compete la irtVeS~ón de los hechos qU,e puedan constuctr 

delitos, O 
En relación con lo expu~, el articulo S Inciso b) fracCiones 1, 11, X Y XIII 

de la Ley Orgánica de la pr~adUría General de Justicia del Estado de México, 

en rélaoón con las fac~es y obligaciones de la Instituc'ón Procuradora de 

Justicia, señalan: V 
Artículo sl'(.0n eacunaoes y cbtlqacíones de la Procuranurla: 

b) soroligaciones en ejercicio de Ministerio Público: 

1. ""'nder y recibir denuncias o querellas sobre aCCiOn,es u omisiones que 

puedan Co~stltulr delito; 

!l. lnvestillar los delitos del orden común, cometidos dentro del territorio 

del Estado. con la ayuda de ros auxiliares a que se refiere el articulo 21 de esta 

Ley, y otras autoridades, tanto reoereres como de las ennoares federativas, en 

lOS términos de los convenios de ccacc-ecrón, 

( I 

X. neso'ver el no ejercicio y desistimiento de la acción penal en los 

términos establecidos DOr el Cédigo de Procedimientos Penales para el Estado de 

México; 

XIII. Ejercer la acción penal ante el e-cano jurtsorccronet competente, 

cuando exista denuncia o querella, existan datos que acrediten el cuerpo del 

delito y hagan probable la responsabilidad de quien o quienes "n él hubieren 



intervenido, solicitando las órdenes de aprehensión o de comoereceooe. eo su 

caso; 

(". ) 

DI! 110 ante-ter 5ubstancialmentl! se desprende que compete al Ministerio 

Público rcnocer las oencocras y querellas que se refieren a hechos posiblemente 

constitutivos de delite, e iniCiar la rnvesucaoón para determinar si existen datos 

que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de 

que el indiciado lo cometió o particip6 en su comisión, y en su caso formule la 

acción perlal co-resooncnenta ante la autoridad judicial. 

Lo \rldicado tiene congruencia ron to otsccesto por I!I artículo 3 del Código 
I . 

de Procedimientos Penales del Estado de MéXICO vlgentl!, que a la letra dispone: 

Artículo 3. La investigación de los delitos y el ejercicio de la acción penal 

corresponden exclusivamente al Ministerio Público. 

Asimismo, no es óbice referir que el articule 28 del nuevo Código de 

procec.rmentos Penales del Estado de México, publicado en el Periódico Oficial del 

Gobierno 'del Estado Libre y Soberano de México "Gaceta del Gobierno" el 9 de 

I . 
febrero dé 2009, Que entrará en vigor en el distrito judicial de roivca a partir del 

une de agosto del mismo año, <11 respecto establece: 

Invesñqacién y ejercicio de la accrdn penal 

Artkufo 28. La investigación del delito corresponde al Ministerio Público y 

a las oonctas que actuarán bajo la conducción y mando de aquél. 

El ejercicio d~ la acción penal corresponde al Ministerio Público. (...] 

lEn este verrttdn, es facultad constitucional exclusiva cer Ministl!rio Público 

fungir COlno el 6rgano rector en la investigación y persecución de los delitos, pare 

lo cuat dl!be iniciar la investigación y luego concluir, fundada y motivadamente. si 

obran datos que establezcan que se ha correuoo ese hl'cho y Que exista la 

probabilid~d de que el indiciado lo cometi6 o participó en su comisi6n; de no ser 

así, es evidente que no se cumple con las garantías de legalidad y seguridad 

juriorca SI la investigación se realiza por una autoridad orsnnte del Ministerio 
I 

Público, ¿ si antes de que éste investigue, se resuelve sobre hechos que pueden 

ser constitutivos de delitos, toda vez Que no debe prejuzgarse sobre hechos que 

deben ser objeto de un proceso judicial, en el que se cumpla con las formalidades 

esenciales del procedimiento o del debido proceso legal. 

De lo anterior se desprende que ninguna autoridad administrativa puede 

conocer de conducta, que pudieran ser deuctrvas y -menos aun- con motivo de 
I, 
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PODERJUD1ClAl. 

éstas, imponer sanciones por la infracción a otsposiocnas reglamentarias; lo 

indicado, es ilustrado de mejor manera por el criterio de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, siguiente: 

CUando una autoridad eorrursstran...a, en uso de sus facultades, castiga las 

infracciones a los Reglamentos GuberMti...os y de Policia, sin estar justificadas y 

teniendo, algunas de ellas, el carácter de ceuctooses. debe hacerse la 

cons.coacen correspondiente <11 Ministerio Público oorcve. di no obrar así, v iola 

los artículos 16 y 21 de 1<1 Constitución General de la República, procediendo, por 

ello, conceder el amparo. 

En tal vrrtud, eece señalarse Que las autoridades municipales no tienen 

competencia para conocer de hacncs poslDlementE constitutivos de delito, sino 

Que en estos casos, invariablemente, y de manera inmediata, deben poner al 

indiciado a disposición del Ministerio PÚ¡'IiC~ efecto de Que éste realice la 

mvsstrcecen Que constitucionalmente le ~pete, con el objeto de determinar si 

obran datos que establezcan Que s"¿' cometido ese hecho Y Que exista la 

probabilidad de Que el indiciado I~metió o participó en su comisión y, en su 

caso, formule la acción penal C~spOndier'lte ante la autoridad judicial. 

Lo anterior se robusto6'con el artículo <l8 rracoon XVI de la Ley Organica 

Municipal del Estado de rrco, que la letra dispone: . 

Artículo <lS. E~sidente municipal tiene las siguientes atrrccccnes: 

L (l\ 
(l 0 
XVwumplir y hacer cumplir dentro de Su competencia, las disposiciones 

contenida) en las leyes y reglamentos federales, estatales y municipales, así 

como aplicar, a tos infractores las sanciones correspondientes o remitirlos, en su 

caso, a las autoridades cor-esoonc.eotes: 

( .. ,) 

XVIII. ( ..) 

Asi, del precepto invocado se desprende la obligación del Presidente 

Mun'cipal de ejercer sus facultades con invariable apego 11 la ley, observando los 

límites de su competencia; y en tal virtud, refiera QUe, cuando el Presidente 

Municipal en el ejercicio de 5U fundón para aplicar sanciones por las tnrracoones 

a las disposiciones recrarrertartes. advierta hechos presuntamente constituti ...os 

de un dehtO, de manera inmediata, e Independientemente de la existencte de una 

denuncia o querella. Debe remitir a los indiciados al Mlnistecio Público, que de 



·.
 

acuerdo con el artículo 21 primer párrafo de nuestra Carta Ma\<na es el órgano 

rector de la Investigación de los delitos. 

En merito de re señalado. y atenctancc el apartado de "Consideraciones 

sobre la Identidad que tienen las infracciones previstas en las fracciones 

1, rr, nI, VI y VII del artIculo 74 del Bando de Gobierno del Municipio de 

Toluca 2009, can diversos delitos establecidos en el Código Penal del 

Estado de Méxlco R de este demanda, debe cecretarse la inoonstitucionalidad y 

la consiguiente invalidez de "as infracciones establecidas en las fracciones 1, Il, 

III, VI Y VII del artículo 74 Gill B,mdo de Gobierno del Municipio de 're-oca 2009, 

y sus raspectrves sancrones, previstas en el último párrafo del numeral y 

ordenamiento invocado; toda vez que IlIS autor¡d~de5 del municipio de 'toruca, no 

tienen facultades pare conocer y sancionar hechos posiblemente coosmcuvos de, 
delitos; en virtud de que estas funciones están delegadas constitucionalmente al 

Ministerio Publico y a 1<1 autoridad judicial, resoecnvamente. 

n. (Sobre la resolución de hechos que pueden ser constitutivos 

de delitos) 
, 

Las rnrrecocncs previstas en las fracciones I, II, 11I, VI Y VII del artículo 
I 

74 del Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, así como sus respectivas 

sancione;l, estauecoas en el Ultimo párrafo del artículo y ordenamiento citado, 
I 

son cont~arias a los artículos 5 primer párrafo, 66 inciso b) primer y segundo 
• 

párrafos y 115 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 

y atendiendo al rubro de "Consideraciones sobre el parámetro 

constitucional para que el Comlslonl'do de los Derechos Humanos del 

Estado de México promueve la presente acción de tnconsttructonaudad", 

también conculcan las libertades, deredlos Y carantras consagradas en los 

articulas 14, 16, 17, 21, 23 Y 133 de la Constitución Polltlca de los Estados 

Unidos Mexicanos; 2 dE' la LE'Y Ort,lJnica del Tribunal Superior de Justicia dE'l 

Estado de México; 51 fracción 1Il, 150 fracción II mosc a) y 151 fracciones l. 11I 

Y IV de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, en observancia a lO 

siguiente: 

Atendiendo el apartada de "Considerlldones sobre te identidad que 

tienen tes Infrllcdones previstas en las reecctcnee 1, n, nI, VI y VII del 

artlcutc 74 del Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 1009, con 

diversos delitos establecidos en el Código Penat del Estado de Méxíco",, 
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POPO JVD!UAL
 

RSTADO DExaxrco
 

es .rncorteote SEñalar Que el artículo 88 inciso ti) primer y secuooc párrafos de la 

Constitución est'!till, encre otras cosas dispone: 

Articulo 88. El ejercicio del Poder Judicial del Estildo SE deposita En: 

(. ) 

ti) En Juzgados dE primera instancia y oe cuantía menor, qUE conocerán y 

resolverán las controversias que se SUSciten tri el Territ(,rio de la Entidad, 

aplicilndo las leyes federales que establezcan jurtsdlcclón concurreote y de las 

locales en materia penal, civil, raromar, así como trata jos internaciMales 

previstos en la Constitución Federal. 

Las leyes ¡jetErminilr~n los procenmrenros Que habrán oe se9uirse para 

sustanciar los juicios y todos los actos en que intervenga el Poder Judicial. 

C··) 

De lo anterior es posible advertir· q~\ ooder Judicial a traves de los 

jUlgados de primera instancia y de cua~ menor, conccerén y resolverán los 

asuntos de carácter penal ecrcancc I~YeS en la meterte: d,~ tal manera que se 

e.:c1uye a cualquier otra autoridaOara resolver sobre hechos que pueden ser 

constitutivos de delitos. '\ 

En armonía con lo e~sto, el artículo 115 de la Constitución política del 

Estado Libre y Soberano ~e.:"co, dispone: 

Art.itulo 1l5,~ingWn caso los ayuntamientos, como cuerpos colegiados, 

podrán desempept las funciones del crescente municipal, ni éste por sí solo las 

de los ayunt&,ntos, ni el avuntamíeeto o el presioente mvntcrpat. funciones 

jUdiciales' 

Delrprecepto invocado se desprende Que los avuntarruentos y los 

orenoeotes murncpales, no deben desempeñar las runciones que corresponden a 
, 

la autoridad judicial, toda Vel Que con éstas ejerce las atrtbvclones que el orden 
I 

jurídico le ha encomendado y Que se encaminan al cumptlr-afento de sus fines,, 
entre las cuales esté, la aplicación oe las leyes penales, con ta cual debe resolver 

los hechos posiblemente constitutivos de un delito y, en su caso, imponer una 

sanción, a quien se ha probado su responsabilidad penal, cese-vence en todo 

momento las ro-manoaoes esenciales del crccacnmento. 

En virtud de lo anterior, es claro Que nlnqún ayuntamiento o presidente 

municipal puede estabrecer en sus disposiciones raqtamemnrtas (unciones Que 

correspondan a la autoridad judicial, ya Que de ser as¡ dichas autoridades 



municipales cesernoeñartan funciones judiciales, en absoluta contravendón con 

el artículo 115 de la Ccnstttucrón Local, coma sucede en la especie. 

Ahora bien, tomando en consideración que el articulo 5 primer pérrarc de 

la Constitución Local, dispone que en la entidad todos lOS individuos son iguales y , 
tienen las libertades, derechos y garantías que ,,, Constitución Federal, así como 

la ccnstítcoóo y Leves del Estado establecen; resulta adecuado señ"lar que 

sobre la resolcctón d" hechos que pueden ser constitutivos de cewcs. el artículo 

14 segundo cerrare de la Constitución Federal, contempla: 

I 
Articulo 14 (...; , 

Nadie puede ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o 

derechos, sino meotente juido seguido ante los tribunales crevramente 

establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenoetes del procedimiento 

y conforme a las Leves exlledidas con anterioridad al hecho. 

C-., ) 

Dicho numeral protege los cerecbcs a la libertad, propiedades, posesiones 

entre otros oerecbos, a efecto de que previo a Su privación se siga un juicio ante 

los tribunales competentes para conocer del asunto, en el que se cumpla con las 
, 

formalidades esenciales del procedimiento, también conocido como debido 
I 

procesal legal; con el objeto de carenuzar una verdadera oportunidad de 

defensa, y en cuya resctución se observe la estricta aplicación de la ley, 

aseccrenco su imparcialidad. 

Lo anterror. tiene sustento con la tesis de jurtsprudencta siguiente; 

entre las diversas cereoues contenidas en et segundo carrero del artículo 

14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sustento de Id 

garantía de audiencia, está la relativa al respeto de las formalidades esenciales 

del procedimiento, t¿ombi~n conocida como de debido proceso legal, la cual se 

refiere al ¡cumPlimiento de las corllJic;one; roncamenteres que deben satisfacerse 

en et proc",dimiento jurtsotccronat que corcwve con el dictado de una resolución 

que dirime las cuesuo-es debatidas. esta garantia obliga al Iuzcedcr a decidir las 

controversias sometidas a Su conocimiento, considerando todos y cada uno de los 

MQumentos aducrocs en 1e demanda, en Su contestación. así como res demás 

pretensiones deducidas oportunamente en el pleita, de t~l forma que se condene 

o absuelva al demandado, resotvtendc sobre todos 105 puntos litigiosos materia 

del debate. Sin embargo, esta determinación del juzgador no debe desvincularse 

de ¡o dispuesto por el primer párrafo del artículo 16 constitucional, que impone a 
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Jl()DtRJUDIClAl.. 

las autoridades la obligación de fundar y motivar d"'bidamente los actos que 

emitan, esto es, que se expresen las razones de derecho y 105 motivos de hecho 

considerados para su dictadO, los cuales deberán ser reales, ciertos e mvesucos 

de la fuerza legal scñoente para provocar el acto de autoridad. Ahora bien, como 

a las garantías individuales previstas en la Carta Magna les son aplicables las 

consideraciones sobre la supremacía constitucional en términos de su ertfcu!o 

133, es indudable qUE:' las resaludan"", cue emitan deben cumplir con (as 

oarantras de oeoico proceso legal y de legalidad contenidas en los artículos 14 y 

16 de la Constitución Política de los Estados Unidos M,!xican05. Así, la 

tundamentaclón y rnotivacion de \.Jna resolución jurisdiccional se encuentra en el 

an;;lisi!> Exhaustivo de 105 puntos que Inte¡}ran la litis, es decir, en el estuc-o de 

las acciones y excepciones del debate, apoyándose en et o los preceptos jurídicos 

que permiten expedirla y que establezcan la ~tesis que genere su emisión, así 

como en la exposición concreta lle ~circunstancJas espeoetes, rezones 

oernccteres o causas inmediatas to~s en consideración 'para la emisión del 

acto, siendo necesario, ademásOue exista adecuación entre 105 motivos 

aducidos y las normas aplicabl~1 caso. 

En este sentido, el ~nal competente para conocer de un asunto de 

natureteaa penal, debe rrvar invariablemente las características y principiOS 

que rigen su p'"Oces010 prescrito en la ley, garantizando e~ todo momento los 

derechos que as~n no sólo a la vrcnrre, sino también (j( imputado. 

Lo ref& tiene concordancia con lo señalado en el articulo 17 segundo y 

tercer pácws de la Norma Fundante Básica, Que contemplen: 

Art~u"O 17. (.,.) , 

Toda persona tiene derecho a que se le administre tusucta por tribunales 

que estarán expeditos para impartirla en loS plazos y términos que ñjen las leyes, 

errsnenoc sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servrc¡o 

será gratuito, quedando. en consecuencia, orobibroes las costas judiciales. 

LaS leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias, 

En la materia penal regularán ~u aplicación, asegurarán la reoaración del daño y 

estabrece-an los casos en los Que se requerirá supervisión jud!cial. 

r..) 
Substancialmente, este articulo dispone el derecho de todas las personas 

a que se les administre Justicia por 105 tribunales competentes. precisando que 

J1
 



éstos deben ser libre' a efecto de garantizar su imparcialidad, sin pasar por alto 

que dicha justicia debe ser rápida e intellra\. 
I 

Ash'nismo, sut rava que para los asuntos de naturaleza penal las leyes 

contemPlal,;!n mecanismos alternos a los procesos jurisotccooates para la 
I 

solución de rontrovarstas, entre 105 cuales se puede considerar la mediación, 

concrnactén y arbitraje, le que poermite incorporar al sistema de enjuujarmentc 

penal mexicano a la justicia resta'~rati"a, propiciando la participación activa de la 

población para encontrar otras formas de relacionarse entre sí, donde se 

pr',vilegie la responsabilidad personal, el respeto al otro y la utilización de la 

necocrac.ón y te comunicación para el desarrollo coreowc: contribuyendo para 

despresurizar las altas carqas de trabajo de los órganos junsotccronarea. 

permitiendo que las ¡ictimas obtengan de forma más rápida la reparación del 

daño. 

Por otro lado,' dicho numeral establece que en materia penal deberá 

asegurarse la reparación del daño; el cual es un derecho de la víctima u ofendido 

en ré-rmnos del articulo 20 apartado C fracción IV de la Constitución Federal; 

cuya imposición, corno pena pública, únicamente compete a la autoridad judicial. 

En relación COJl lo anterior, el artículo 21 tercer párrafo de la Constitución 

Pollnca de' los Estados untecs Mexicanos, entre otras cosas, establece: , ,
 
Artículo 21. (.,)
 

I
t.. ), 

La ;,mposlClón de las penas, su mocrrrcectón y duración son propias y 

exclusivas de la autoridad judicial. 

( ) 

DI' conrormidad con \0 anterior. resulta indiscutible que es facultad propia 

y eXClusiva de la autoridad judicial, conocer de 105 hechos que son posiblemente 

constitutivos de un delito, a erecto de Imponer las sanciones Que procedan, por lo 

cual, dicha función está excluida constnuocnenreote a cualquier otra autoridad. 

En relación ccr. lo anterior, es importante señalar que el artículo 10 de la 

Declaración uowerser de 105 Derechos Humanos, refiere que toda persona tiene 

derecho, en conrnoones ce cíena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia 

por un tribunal indep"-"diente e imparcial, para la determinación de sus derechOS 

y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 

pen31 
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En este misma sentida, el articulo XXVI de la Declaración Americana de 

lOS Derechos y Deberes del Hombre, prevé el derecho a un proceso regular, 

señalando que toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oida en forma 

Imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de 

acuerdo con leyes pree;w;istentes y a que no se le imponga penas cruele5, 

rntamantes o musitadas. 

Asim,smo, el articula 8 de la Convención Americana Sobre Derechos 

Humanos "Pacto de san losé", sobre las Garantías Judiciales, fundamentalmente 

precisa que toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 

dentro de un plazo razonable, por un [uez o tribunal competente, independiente e 

imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanc.actón de cualquier 

acusación penal formulada contra ella; indrcardc Que durante el proceso, toda 

persona tiene derecho, en plena igualdad, a ~rminadas garant;as mínimas. 

Par su parte, el artículo 9 numer+el Pacto Intern<oClona', de Derechos 

Civiles y ecuucos. refiere que toda fna detenida o presa a causa dE una 

infracción penal sera llevada siOemora ante un juez u otro funcionado 

eutomeoc por la ley para eie.."r funciones judiciales, y tendrá derecho a ser 

juzgada dentro de un ctezo ~n<'lble a a ser puesta en libertad. 

De la misma formrl artículo 14 del pacto aludido esencialmente señera 

que todas las person~on Igui!lleS ante los tribunales y cortes de justicia, por lo 

que toda person~endra derecho a ser oida públicamente y con res debidas 

cereotíes porO tribunill competente, independiente e imp.ar:I.aI, establecida por 

la ley, en ~substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada 

contra ene! señ<'llando que durante el proceso, toca persona ecuseoa de un delito 

tendrá derecho, en plena igualdad, a determinadas garantías mínlm1!ls. 

En este sentido, el artículo 2 de 11!l Ley Orgánica del Tnblln1!l1 Superior de 

Justtcle del Estado de México, prevé que corresponde a los Tribunales del Poder 

Judicial, en los términos de la Constitución Política del esteoc-uore y Soberano 

de Mi':xico, la facultad de interpretar y aplicar las leyes en los asuntos del orden 

penal, del fuero común, lo mismo que cet orden federal, en los casos en que 

expresamente los ordenamientos recetes de esta materia les confieran 

rcnso.cctón. 

En mérito de lo expuesto. debe subrayarse que ningur.a aotortded dístmta 

a la judtctat, tiene facultad cera resolver score la rasporsacmcac de una per-sona, 

en retactón con hechos que pudieran ser constitutivos de un delito. 



La anterior cebe ser asi. toda vez que su contravención da lugar a la 

Impunid~d o falta de sanción en los asuntos de carácter penal, como lo robustece 

la tesis siguiente: 

La garantía del artlrvtc 23 constrtucronar se ren~ a que nadie puede ser 
I 

juzgado dos veces por el mismo delito, Ahora bien, se cree QUe. una persona ha 

sido juzq~da cuancc se ha prununoaüo sentencra irrevocable en el proceso que 

se le hubiere instruida; pero en manera alguna puede decirse que exista una 

resolución con la calidad de sentencia irrevocable por el hecho de que 

administrativamente le haya sidO Impuesta a la quejosa una muüa par la 

comisión del delito, ya que aparte de que la autcndad administrativa no tenía 

competencia para conocer del hecho, el Que le haya Impuesta esa sanción 

signifiCMa una invasi¿;n de racunaces. pero no que su acuerdo de sancionar un 

del ita impida Que la e'stcncad competente, como es la judicial, conozca y o'cte la 

sentencia ccrresponctente: pues <le aceptarse tat critenc basterla que en forma 

arbitrarla las autoridades oouctes impusieran multas por hechos ceñctuosos, para 

que las mlsmos quedaran impunes y fuera del alcance del poder jurlsdicdonal. 

De tal manera es pasible concluir Que las eutortdades municipales de 

Toluca oeneo facultad para sancianar las conductas coe infrinjan las , 

disposiciories de orcen público; no obstante, ruilndo dtchas conductas pueden ser 

constüutjvas de un hecho denctucso, las referidas autoridades deben abstenerse 

de su cllnocimiento, y de inmedíi!lto poner al rncrcreco a disposición del Ministerio 

Público, para que éste, previa la investigación de los hechos presuntamente 

detktrvos.' en su caso, determine ejercitar acción penal ante la autoridad juctdal, 

con e! objeto de que resuelva sobre la responsabilidad penal del mismo. 

Para mejor comprensión d~ lo expuesto, se cita la tesis siguiente: 

Aun cuercc están autorizadas para castiqar las infracciones a los 

reglamentos gubernativos y <le policía, SI tales infracciones dan iugar a re 

I 
incoación de un procedimiento judicial, la competencia (le tes actcrtdaoas 

administrativas oasecerece, toda v""z Que no son ellas las capacitadas para 

resolver acerca de la resccoseomoac penal de los inCividuos, pues Si se admitiera 

que un mismo hecho pudiera considerarse, a la vez, como injraccrón a los 

recrameotcs citados y como constitutivo de un delito, y penarse por uno y otro 

de estos aspectos. se 1\e9<11ría a la posibilidad de cesucer a una misma persona 

dos veces por un solo hecho, lo cual es contrario a lo mandado par el articulo 23 

constitucional, 
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Cabe subrayar que de acuerdo con el citado cnterto oe la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, cuando se trate de hechos ccs.crer-eote constitutivos de 

un delito, la facultad de la autoridad municipal para sancionar la Infracción de 

tnsccsccnes sobre orden público, desaparece; de tal menere que dicha 

autoridad no está facultada para aplicar una sanción por dichas infracciones, ni 

aun después de que las partes interesadas jurídicamente hayan concertado un 

acuerdo e de que la autoridad competente (Ministerio Público o autoridad 

judicial) neve emitido una determinación. 

AsimismO, el Má>.:imo Tribunal de la Nación respecto a las mrreccrcnes y 

las autoridades administrativas, ha señalado que 'SI bien es cierto Que la 

Constitución las facutta para castigar las infraCCIones a los reglamentos 

gubernativos y de policia, también lo es que la imposición de tales castigos debe 

ser, no al arbitrio de qui~n los impone, ~ can estricta sujeción a lo Que 

(\ispongan los mismos reglamentos u ot~, en lo Que no se opongan al artículo 

2.1 constitucional." ~ 
Del criterio JU:'iSprUdencialO la Suprema corre de Josnoe de la Nación, 

destaca el deber de la aut~ild rnurucrpat de observar rigurosamente lo 

señalado en la ley al aPlicar~ sanCiones administrativas; subrayando que dicha 

función no debe ejercitarn contravenci6n con el articula 2 L de la Ccnstltuoón 

Federal, el cual cO~Pla Que P$ facultad exclUSiva de La eutcncac Judicial, 

resolver sobre ~eSPOnSabilidad de las personas en necncs presuntamente 

constitutivosOun delito; a5i CQmQ, en su ceso, aplicar res sanciones penales 

conducen'P; 

Lo ~nterior, es rceostecicc PQr el Alto Tribunal de la Nación al sostener 

que las autoridades administrativas "Sólo pueden reprimir las infracciones a los 

reglamentos gubemativos Y de cenera. y el castigo Que impongan por hechos 

calificados por la ley como delitos, implica la invasión de las funciones 

correspondientes al Poder Judicial, con violación expresa del, articulo 21 

constituctooat. .' 

Confirma lo señalado, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

ternbrén na sostenido Que las autorfdades administrativos "S610 podrán reprimir 

las ínrracoones a los Reglamentos gubernativos y de cenera: y el hecho de Que 

por medio de medidas administrativas, castiguen la ccrmstón de los delitos, 

implica ta invasión de tes funciones correspondientes al Poder Judicial." 



Lo anterior debe' ser cuidadosamente observado, toda vez que si la 

autoridad !m<JniCiPal resuelve sancionar a una persona o lo obliga a reparar el 

daño causado, por su responsabilidad en hechos que esté- previstos Como 

infracción a una di5¡Jusición sobre orden público contenida en el bando municipal, 

pero C1<Je de igual manera. dichos hechos oueceo ser consñtunvos de <JrI delito; 

la eutonoad municipal está resolviendo sobre el fondo 01'1 asunto penal, 

asumiendo las facultades constitucion<3les de ta autoridad judicial. 

Complementariamente a lo preceptuado por la Constitución General y en 
I 

la Constitución local, 105 ayuntamientos deben sujetarse a io estemeocc por las , 
leyes Bstatales de las que resultan obligaciones y derechos para los muntcipíos, 

especialmente a la I'1!Y organica municipal. 

En este sentido, el articcto 51 fracción III de la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de México, precisa: 

Articulo 51. No pueden los presidentes municipales: 

).,I r.,J 

t...J 

H.	 Juzgar ios asuntos relativos a la propiedad o posesión de bienes 

muebles o inmuebles o en cuarquler otro asunto de carácter civil, ni 

decretar sanciones o penas en los de carácter cenar: 

( .. ), 

VIII, (",J, 

El precepto invocado, incuestionablemente confirma Que el Presidente 

Municipal no tiene reconeoes para decretar sanciones en ros asuntos de carácter 

penal; Sino que éstos, por virtud de su naturaleza y atendiendo ~I principio de 

suprernaci.. ccosutuctonar, deben ser reroncos a la autoridad correspondiente; 

es oeor. al Ministerio Público, que es el órgano ccmpetente para investigar y 

Perseguir¡los hechoS presuntameote delictivos y, en su caso, para ejercitar la 
, 

acción penel ante la autoridad judicial, a efecto de que esta resuelva lo que 

conforme a derecho c.ocece. 

En este orden de Ideas, el articulo 150 fracción II inciso a) de la Ley 

Orgánica Municipal del estado de México, consigna: 

Art;culo 150. S"n facultades y obligaciones oe: 

I.	 t...) 

n. De los Oficiales Cali~cadore5:
 

t.. )
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a)	 Atender a los vacuos de su adscripción en los conflictos que no 

sean constitutivos de delito, ni de la ccrncetencte de 105 

órganos judiciales o de otras autoridades: 

c. .. ) 
h)	 C.) 

Esto tiene congruencia con lo dispuesto por el artículo 7.120 fracción 1 del 

Código Reglament<lrio del Municipio de ronce, el cual señala que es atnbuoén de 

105 enceres "atender a los vecmos de su adscripción en los conflictos que no sean 

constitutivos de delito, ni de la competencia de los órganos junsdicdcnalas o de 

otras autoridades". 

De lo señalado se aprecia la rest-rccón que se realiza al Oficiai Calificador, 

para atender a las personas en conflictos que puedan ser constitutivos de delito; 

lo anterior, observando que el articulo 21 ter~p;i""lo de nuestra Constitución 

Federal y 88 inciso b) primer y segundrJi~alOS de la Constitución rstetet, 

establecen que es facultad exciusrva d~~toridad jUdicial~ resolver en tomo a 

105 hechos que son posiblemente C~¡;;tlvoS de un delito, a efecto de imponer 

las sanocnes que procedan. V 
En este mismo S€ntid'O~nUmeral 151 de la Ley Org~nic.a Municipal del 

Estado de México, establece: 

Artículo 151. ~~l:en 105 olicial~ conciliadores y cennceccres: 

t\.WGirar órdenes De apreher,sión; , 

1'. b. (.. )
 

V c. Juzgar asuntos De carécter crvn e imponer sanciones de
 

r cuácter penat: 

d.	 Ordenar la detención que sea competencia de otras 

autoridades. 

El art.cctc revccacc pre"é restncctcnes claras a los oficiales concíuadores y 

calificadores. particularmente atendiendo a que cenes roncones están conferidas 

a otras aotcnoeces. reafirmando el criterio que toda función penal está excluida 

a las autoridades municipales. 

La	 fracción I del artículo y ley en cita refiere Que los cnoeres conctuaoores 

y	 cennceocres no pueden girar ordenes de aprehensión, observando 

~lJndamentalmente el artículo 16 segundo párrafo de la Cor:stitLlción Genera' de 

la Republic.a, el cual dispone que no podrá librarse orden de aprehensión sino por 

la autondad íutnc.er Y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley 



señale cerne delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos Que 

e5table2c~n Que se ha cometido ese hecho y Que exista la probabilidad de Que el 

indiciado le cometió o participó en su comisión. 

La fracción III del artículo y ley citada precisa Que los oficiales 

conciliadores y ceunceocres no pueden juzgar asuntos de carácter CiVil e imponer 

sanciones de carácter penal, atendiendo particularmente al artku'o 21 tercer 

parrafo de la Constitución Federal. el cual establece Que la imposición de las 

penas, so modificación y doración, son propias y exclusivas de la autoridad 

judicial. ! 

Por lo Que corresponde a la fracción IV del artículo y Ley señalados, Prevé 

que los oficiales concmadoras y calificadores no están racultados para ordenar la 

detención Que sea competencia de otras autoridades, en cumplimiento al articulo 

16 cuarto párrafo de la Ley de Leyes, el cual contempla que cualquier persona 

puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o 

inmediatamente caacoés de haberlo cometido, poniéndolo ~in demora a 
I 

disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del 

M¡~isterio Público. 

En mérito de'[lo expuesto, debe hacerse notar q~ ~i b;en es cierto las 

autoridades muniCipales están en i~ posibilidad de intervenir y, en su caso, dar 

solución ~ los asuntos que se le presenten con oarncutares y en los que esten 

rnvotuo-ados tntereses públicos municipales, también la es que esta autoridad no 

tiene atribuciones para poder Intervenir y reso·'ver los conflictos Que se susciten , 

estrictamente entre oartrcutaras y que sean wmpetencia de otras autoridades, 

argumentando la erectactcn del orden público. 

Asimismo, no sobra señalar que par el hecho de que no exista una 

querella o denuncia ante el Ministerio »uonco. la autoridad municipal está en 

aptitud legal para tomar el conoctrotentc de un asunto cuya naturaleza 

praponoaraorernenra es penal, a efecto de imponerle una sanción por una 
I 

infracción a las orsposcrones de orden público; sino que de manera inmediat<'l 

debe comunicarlo al Mini:;terio público para que en ejercicio de 50S atribuciones 

con5titucionales realice la investiQilción del delito y, en su caso, oeterrraee el 

ejercicio de la acción penal ante la autoridad Juó\cial. 

En este sentido, cabe referir que el articulo 188 tercer pürafo del nuevo 

Código de Procedimiento5 Penales del Estado de Mé)(ico, dispone: 

Detención en case de flagrancia ,, 
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Artículo 188. (..,) 

I ) 

Cuando se detenga a una persona por un hed10 Que pudiera ~onstit<.Jir un 

delito que requiera querella, será informado inmediatamente quien pueda 

presentarla, y si la querella no se presenta en un plazo de veinticuatro horas, el 

detenido será puesto en ucertac de inmediato. 

I ) 

Es írnportante indicar que el legislador consideró establecer delitos 

perseputblee por quere',',a con el fin de atender 1<1 voluntad del titul ....r dei bien 

juridico afectado por la comisión oe un delito. 

La querella es un derecho potestativo del ofendido por el cemc. para dar 

su anuencia a la autoridad para la investigación y persecución ue un probable 

autor,' todo lo cual permito' concluir que l~tervencJón d", la autoridad está 

sujet~ a lo anterior: si no hay manifesta+e voluntad, no es pcstbía proceuer: 

de ahí que la querella sea <In reQUisit~proce¡jibilidad. _ 

Por virtud de lo anterior, Os auecuado pue la eutonceoes rnuruc.paíes 

asuman, de algún modo, la ~ribución (le sancionar oficiosamente aquellas 

ccrooctas Que posibleme~ constituyen delitos en términos de nuestra 

legislación scstannva pe'r"il1ente en la entidad; arg<.Jmentando la infracoón de 

disposiciones de 0Ó púbüco contenidas en los bando'; mun.cmatss y la 

inexistencia de ul(.querella. 

Dicho o: manera, para que una autoridad municipal esté en aptnvd 

legal par1Pfterminar como infracción a las otsoos.ccnes de orden público, una 

conducta ~eterminaua, es menester que ésta no se encuentre contenida como 

uelito en la legislación vi..ente. 

En mento de lo señalado, y atendienuo al apartado oe "Consi()eraciones 

sobre la identidad Que tienen las intracclones previstas en las fracciones 

1, U, lII, VI Y VIII del artículo 74 del Bando de Gobierno del Municipio 

()e 'retoce 2009, con diversos delitos estebtecsecs en el Código Penal del 

Estilodo de MéxicoN de esta demanda, debe oecretarse la tnccnstnucíonaucad y 

la consiguiente nwandez oe las Infracciones establecidas en res fracciones 1, 11, 

1lI, VI Y VII del artículo 74 del Bando de Gobierno del Municipio de ronca ;/,009, 

y sus respectivas sanciones previstas en el último pérrato del numeral y 

ordenamiento invocado; toda vez que las autoridades del municipio de ronce. no 

tienen facultades para conocer y sanciones hechos posiblemente constit<.Jtivos de 
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delitos; en virtud de que estas funciones están delegadas constitucionalmente al 

Ministerio Público y a la actortceo judicial, respecnvernsnee. 

IU. (Sobre la seguridad pública) 

Las mtraccjcres previstas en las fracciones 1, II, 111. VI Y VII del artículo 

74 del Bando de Gobiemo cet Municipio de 'rotuce 2009, son contrarías al artículo 

S primer cerrero de la consutcctó- política del Estado Libre y Soberano de 

México; y atendiendo al rubro de nConsideraciones sobre el parámetro 

C<lnstitucional para que el Comisionado de 105 Derechos Humanos del 

I 
Estado di! México rromueva la presente acctén de Inconstltuclonalldad", 

también conculcan las libertades, derechos y garantías consagradas en los 

artículos 16 Y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2 y 

3 de la Ley cene.er de Sistema Nacional de Seguridad Pública; y 19 fracciones 1, 

n. 111, IV Y V de la Ley de Segundad Pública Preventiva del Estado de Méxit:o, en 

observancia a lO siguiente: 

Atendiendo el apartado de "Conslderaciones so.bre la identidad ,que 

tienen las intracciones previstas en I¡.s fracciones 1, U, UI, VI y VII del 

articulo 74 del Bando de Goblemo del Municipio de Toluca 2009, con 

diversos !delltos establecidos en el Código Penal del Estado de MéJ:ico", y 

tomando en consrceraoón Que el artículo S primer párrafo de 1,)1 Constitución 

Local, dispone que en la ent,dad todos los individuos son iguales y tienen las 

libertades, derechos y garantías Que la ccnstttudón Federal, así como la 

Constitución y leyes del Estado establecen: resulta a1~uado señalar Que sobre la 

seguridad púbnca. et artículo 21 noveno párrafo de la Constitución Federal, 

Articula 21. () 

( ... ) 

LaISegUrídad púbílra es una tundén a cargo de la Federación. el Distrito 

Federal, I;>s Estados y los MunicipiOS, Que comprende la prevención de IDS delitos; 

la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como 1<'1 sanción de las 

inrracciones administrativ<'ls, en los términos de 1<'1 ley, en 1<'15 respectivas 

comoeteoces que esta COnstitución señala. (··l 

(.. , ) 

En tal virtud, -escecto a la seguridad públiQl, dicho numeral claramente 

diferencia 1<'15 funciones retanvas a la investigación y persecución de los delitos. 

de 1<'1 sanciÓn de las infracciones acrmrustrattvas, al rererrr que éstas se realizarán 
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en los términos de la ley Y en las respectivas competencias que la Constitución 

Federal señala, 

Dicha diferenciadón, se robustece con lo seiíalado por el artículo 21 

primer y cuarto párrafos de la Constitución Politlca de los Estados Unidos 

Me;w;icanos, los coares. respectivamente disponen: 

Articulo 21.l..il investigación de los delitos corresponde al Ministerio 

Público y a las polidas, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél 

en el ejercicio de esta función. 

I...) 

Compete a la autoridad administrativa la aplicación de saoccoes por las 

rnueccones de los reglamentos gubernativos y de policía, las ave únicamente 

consistirán en multa, arresto hasta por trernta y seis horas a en trabajo a favor 

de re cornunlced: pero si el infractor no ~re la multa Que se le hubiese 

impuesto, se perrrunaré esta por el arre~rrespondiente Que no excederá en 

ningún caso de treinta y seis horas. ~ 
(.) O 
Así el artículo 21 en su ~mer y cuarto párrafos de la Constitución POlitica 

de los estados Unidos (S,axicanos, sub1>t<Jnc;,almerlte establece que la 

rovesncecco de los delircompete al MinisteriO Público y que la aplicación de 

sanciones por las Ccdones de los rearernentos gubernativos y de concra 

corresponde a I~utoridad administrativa; por lo cual, se puede afirmar que 

dichas fUrlci~ son de naturaleza distinta y se real'~M por eutortceoes 

diferente~ 

En \rmonía con lo anterior, e! articulo 2 primer párrafo de la Ley cenera: 

elel Sistema Nacional de Seguridad Pública, rnspone: 

Articula 2. La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el 

o.strnc Federal, los Estados y los Nunlctpros, que tienen cerro fines salvaguardar' 

la integridad y derechos de las personas, así como preservar las nbe-reoes, el 

orden y la paz públicos y comprende la prevención especial y general, de las 

delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción de las infracciones 

administrativas, así como la Investigación y la persecución de los delitos y la 

remsercíón social del individuo, en términos de esta ley, en las respectivas 

competencias establecidas en la Constítuclón política de las Estados Unidos 

Mexicanos. 

(. .. ) 

~ l 



En este sentido, el artículo 3 de la Ley General del Sistema Nacional de 

Seaunded Pública, establece la Io,ma en que habrá de realizarse la función de la 

seguridad IpÚblica de la manera siguili'nte 
I 

Artículo 3. La función de Seguridad Pública se realizará en los diversas 

émbltos de competencia por concccto de las Instituciones Policiales, del 

Ministerio Público, de las Instancias encargadas de aplicar las infe"cc;anes 

administrativas, de los responsables de la prisión preventiva y ejecución de 

penas, de las autoridades competentes en materia de justicia para adolescentes, 

as¡ como por las oeroas autoridades que en razón de sus atribuciones caben 

contribuir directa o ternrerrarnente al objeto de esta Ley. 

De lo anterior, se observa una diferenciaoón clara de competencias, 

dentro de la función oe seguridad pública; en virtud de la cual, se desprende que 

la prevención de los delitos compete a los C CUl!rpOS ce seguridad pública; la 

tnvestiqadón de los delitos incumbe al Ministerio Público; y la aplicación de 

sanoones administrativas a las autoridades correspondientes. 

De esta manera, resulta adecuado apuntar que no compete a las 

autcncacas moetcoa'es conocer de hechos que pueden constituir un delito; ya 

que de ser así, existiría una constante invasión a la competencia del Ministerio 

Público e incluso de la autoridad judicial: cama ocurre en la especie, en virtud de 

la entrada en vigor du las infracciones esteceooes en las fracciones 1, 11, III, VI 

Y VII del ~rtículo 74 del Bando de Gobierno del Municip:,o de toruca 2009. 
I 

En~ este sentido, estableCida la diferencia de competencias entre el 

Ministerio Público para conocer de hechos posiblemente ceucwoscs y de la 

autor',dad eomorst-auva para conocer de hechos que representen .nrrecocnes 

rectementenas. consigUiente es oportuno, plantear la diferenCia entre las 

sanciones penales y administrativas; para lo cual, se cita el criterio de la 

Suprema Corte ele jostioa de la Nación siguiente: 

El artículo 21 ele la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece, como uno de los principios sobre los cuales descansa todo el sistema 

de adm.ntstración de justicia en materia penal. Que al Ministerio Público y a la , 
Policia JudiCial corresponde la persecución ce los delitos, e... ta nte que a los 

;'JeCe5 compete en exclusiva la rrnoossción de las penas; de donde se acvíerte 

Que. para tales efectos, las penas deben considerarse como las sanciones 

cenvacas de la ccmtstón de utceos criminales, a fin de distinguirlas de las 

originadas por las rerms a los reglamentos gubernativos y de policía, a las cuales 
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calificó como mnecctones. En este sentido, tratándose oe servidoras públicos, la 

sanción administrativa deriva de una infracción a las reglas que deben observar 

en el desempeño de sus funciones, contenidas en el artículo 47 de la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos, cuyo incumplimiento da lugar a 

iniciar el orocenrraento respectivo y a la aplicación de las sanciones previstas en 

dicha ley; en cambio" la sanción penal deriva de la comisión, por parte de 

cualqurer sujeto, de un acto u omisión tipificados como delito por la legislación 

penal, lO que implica que por diferentes las causas que generan las sanciones 

administrativas y las penales, la naturaleza de éstas también sea distinta. 

En tal virtud, la sanción penal o pena es la consecuencia juridica del 

delito, Que corresponde imponer a la autoridad judicial; en tanto que la sanción 

administrativa es la consecuencia jurídica de la infracción a un reglamento 

gubernativo, que compete aplicar a la autori~ municipal. . 

Asimismo, es claro que las pena~las sanciones adrnrmstranvas tienen 

caractertsnces y t.aes diferentes, sie~mpuest3s por instituciones con distintos 

cbjeuvcs: por lo cual, 13s aO"idadeS municipales no deben invadir 1,1 

competencia del Ministerio P"ico para conocer de hechos ove pueden ser 

constitutivos de delitos, ni ~mpetencl~ de la autoridad iuorcet ca-e resolver 

sobre los hechos de car'f'r penal; como puede ~esprende"Se de las infracciones 

establecidas en las-Ócciones 1, I1, III, VI Y VII del articulo 74 d~l 6ar'ldo de 

ccoremc del MU~iPiO de 'rcrcca 2009 vigente5. 

DiChaOtinción de ruoccoes. 1,1 cenote ececuecameote el articurc 19 

fr~ccione~~ .l~ V de I~ Ley de Seguridad Pública Preventiva del Estado de 

Mexlco, a~precls~r: 

Artículo 19. Son atnbuoones de los rreamoros del cuerpo prevemwc de 

seguridad pública municipal en el ejercicio de su función: 

l. Saivaguardar la vida, la ir'ltegridad, los deri'chOs Y bier'les de las 

personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz 

públicos en el territorio del municipio, con estricto apego a la 

protección de los derechos humanos; 

n. crevenrr la comisión de faltas administrativas y de cenes: 

111. Cumplir las órdenes que reciban de sus superiores jerárquicos en 

rerecon con la ecucecroo de las disposiciones de la ley de la 

materia y demás drsposrcrones legales; 



tv, Auxiliar a la pDblación y a las autoridades judiciales y 

administrativas; 

V. Detener y remttrr Sin demora al Ministerio Público a tes personas en 

caso de delito flagra"te; y
 

VI., l. .. )
 , 
En tal virtud,:respecto a la seguridad púbhca. la prevención de los delitos , 

y de las faltas administrativas son funciones que están a cargo de los municipios; 

que deben reenaer a través de caroceees permanentes de onentacén a la
I . 

ciudadanía y utilizando al cuerpo preventivo de secundad pública municipal. 

En este sentido, de acuer-do con la fracción 1 del articulo y ley citada los 

miembros del cuerpo preventivo de secundad pública municipal, deben 

salvaguardar la vida, la integridad, los cerecnos y brenes de las personas, asi 
I 

como preservar las libertades, el or-den y la paz públicos en el territorio del 

municipio, con estricto apego a la protección ele los derechos humanos; 1,0 que se 

traduce en que sus tunoones deberán ejecutarlas de acoeroc con lo consignado 

en la Ley Suprema de toda la Unión. 
I 

Por otro tace. el arttcvlo 19 fracción tI de la Ley de Seguridad Pública y 

Preventiva del Estado de México, hace -eterencta a que el cuerpo preventivo de 

seguridad pública municipal, debe prevenir la comisión de faltas administrativas y 

de delitos; para lo ccsr. dicho cuerpo debe implementar las medidas estratéQicas 
I 

necesarias para inhibir la comisión de las referidas conductas, con el objeto de 
I 

evitar la alteración del orden púbtrco y la arexecicn de cenes jurídicos tutelados 

por la legislación sustantiva penal vigente en la entidad; sin que esrc Implique 

que invada las esferas ce ccrrcetencte de otras autoridal!es. 

Asimismo, la fracción III del precepto y ley de mérito señeta que el cuerpo 
, 

preventivo de seguridad pública municipal en el ejercido de su función. debe 

cumplir las órdenes~ue reciban de sus superiores [erému.ccs en relación con la 

aplicación de res disposiciones de la IEV de la materia y demás disposiciones 

recales: lo cual es retevenre por SLJ oonílruencia con lo previsto en el artículo 21 
I . 

primer p¿rr.-.fo de la Constltuoón Federal, respecto a Que en la investigación d~ 

los uamcs. las pQIiCi~S deben actuar bajo la conducción y mando del Minist..no 

Público. 

Por su oerte. el articulo 19 fracción IV de la Ley de Seguridad Pública 
, 

Prevent'iva de.', Estado de México, contempla que el cuerpo preventivo de 

seguridad pública municip.-.l en el giercicio de su fl.¡nción, debe auxiliar a la 

'4
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la consiguiente invalidez de las infracciones establecidas en las fracciones 1, 11, 
, 

m, VI y VIl del artfcu!o 74 del Bando de Gobíamc del Municipio de roiuca 2009, 

y sus respectivas sanciones, previstas en el último párrafo del numeral y 

ordenarraeotc invocado; toda vez que las auto-meces del municipio de 'retoca, no 

tienen racuuaces para conocer y sancionar hechos posiblemente constitutivos de 

delitos; en virtud de que estas funciones se encuentran delegadas 

constitucionillmente al Ministerio Público y a la autonoac judiciil\, 

respectivamente, , 
IV. (Sobre las responsabilidades) 

Las infracciones previstas en las rreccroees 1, n, III, VI Y VII del artículo 

74 del Bando de Gobiemo del Municipio de Toluc<l2009, son contrarias al artlcuju 

5 primer párrafo de 1" Constitución PolitiCil del Estado Ubre y Soberano de 

Méxko: y atendiendo al rubro de "Col1slderaciol1es sobre el parámetro 

constituciol1al para Que el ComiSionado de los Derechos Humanos del 
, 

Estado de Mé.dco promueva la presente acción de inconstltudo....alidad" , 

de esta oerneoce: también son contrarias a las libertades, derechos y eerenues 

consagr<tdas en los artículos lEi, 21, 128 Y 133 de la Constitución Ponbca de tos 

EstadlJs Unidos Mexicanos; El y 40 fracción ¡ de la Ley General del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública; 19 de la Ley de Seguridad Pública Preventiva del 

Estado de México; y lOO Y 101 del Código oe Procedimientos Penales del Estado 

de MéxiCO, en observonrta a lo siguiente: 

Atendiendo el apartado de ~Cor1sidernciones sobre la identidad que 

tienen las infracclcnes previstas e.... las fracciones 1, rr, III, VI Y VII del 

artículo 74 del Bar,do de Goblemo del Municipio de 'rotuca 2009, con 

diversos delitos establecidlY5 en el Código Penal del Estado de MéJ(icoa
, y 

tornando en consrceracéo que el artículo 5 primer párrafo de la Constitución 

Local, ctspona que en la entidad todos los. individuos son iguales y tienen las, 

nberteoes. derechos y garantías que la ccnstttucé- reoerar, así como la 

Constitución y leyes del Estado establecen; resulta adecuado señalar que el 

arrío..\o 15 cuarto párrafo de la Ccnst.tucón Federal, prevé: 

Articulo 16. (...) 

i.: ) 

Cualquier persona puede detener al indiciado en el mom~nto en que esté 

cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo eomaudo, cowéndcro 

sin cernera <t dispOSICión de la eutcnoec más cercana y ésta con la misma 
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prontitud, a la del Ministerio Público. EXistirá un re';Jistro inmediato de la 

detención. 

(o ..) 

Dicho precepto fundamentalmente contempla la pctestec que tiene toda 

persona para detener a otra en el momento en que esté desplegando una 

conducta delictiva; y asimismo, establece la obligación para Que de manera 

inmediata ponga al indiciado a disposición del MinisteriO Púbhrn. autoncerr a la 

Que compete la investigación de los delitos, en términos del ertcuc 21 de 

nuestra Constitución General de la República, 

En concordancia con lo referido; los numeraras 100 y 101 del Código de 

Procedimientos Penales del Estado de México vigente, estebieeee: 

Articulo 100. Toda persona que en ejercicio ee funciones púbhcas lknga 

conocimiento de la probable existencia de ~deljlO que deba perse~·uirse de 

oficio, está obligada a oeruccenc i~diatamente a.1 Ministerio Público, 

transmitiéndole todos los datos QUe~iere, poniendo a su disposición, desde 

luego, a los indiciados, si hubiere'C0 detenidos. 

Artículo 101. La omis;ó\de denunciar el delito será sanctcnaca por el 

procurador general dejUst;c~n una multa de cinco iI veinticinco días de salario 

general vigente en la ZOrin perjuicio de que se proceda pcnalmente contra el 

omiso, si su OmiSiÓnCSlltuyera otro delito. 

AsimlsmO~<lbe referir Que el ameno 166 segundo párrafo del nuevo 

Código de Cfedimientos penales del Estado de México, recientemente 

aprotlado~respectorefiere: 

Det\!!I1c;ón en GllSO de fla.granCla 

Artículo 166 ( .) 

La couce esta.rá cbnceca .a detener a quienes sorprendieren en la 

comisión de un delito. En este caso o ccandc reciban de cualquier persona o 

autoridad a un detenLdo, deber~ ponerte de mmectatc a c.sposiclón del Ministerio 

PÚblico. 

( ) 

Lo expuesto, es trascendenta.I, pues dichos preceptos legales, de 

conformida.d con el enrecie 16 cuarto párrafo de la ConstituciÓn Federal, 

establecen la. obligación ineludible de los miembros de los cuerpos de seguridad 

publica. estatal y rnumcrcei de informar al Ministerio Público los posibles delitos 

que hayan advertido en ejercicio de sus funciones, así como, detener a cualquier 
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ce-sena en el momento en que esté cometiendo un ilícito, poniéndolo sin demora 

a disposición del Ministerio eúbucc, precisando que su inobservancia da lugar a 

una sanción. 
, 

En el momento en que esté cometiendo un meno, sin demora a disposición 

del Ministerio Público, oreesaneo que su tnobservaneta da lugar a una sanción. 

lo señalado tiene coherencia con lo oreesado en el articulo 19 fracción v 

de la Ley de Seguridad Pública Preventiva del Estado de Néxkc, el cual a la letra 

dispone: 

Artículo 19. Son ambuccnes de los miembros del cuerpo preventivo de 
I 

segur"id<'ld	 públiC<l municipal en el ejerctctc de su función: 

L ( ) 

( --) 

V. Detener y remitir sin demora al Ministerio Público a las personas en 

caso de delito naorente: y 

i VI, (. ) 

I 
I En tal virttJd. es determinante la obligación que tienen los miembros 

del cuerpo preva-itívo de se9uridad pública municipal, paca detener a las 

personas que sean sorprendidas cometiendo un delito, y aSimismo pare 

remitirlas al Rep~sentante social, quien par mandato constitucional es el 

único al que ccresrcooe la dirección de la investigaCión de 105 t-echos 

posiblemente delictivos. 

I En armonla con lo referido, el artículo 68 fracción VII del mismo Bando 

de Gobierno del Municipio de toruca 2009, establece: 

Artículo 66. La autoridad administrativa municipal, podrá, para hacer 

cumplir sus determinaciones o imponer el orden, según la ceaveoec de la 

falta, hacer uso de alguna de las siguientes medidas de apremio: 

1. ( ) 

r..) 
VII. Remisión al Ministerio Público cuando se trate de hechos 

probablemente constitutivos de delito; y 

VIII. t:..) 

En tal vrncc, es posible advertir que el mismo Bando de Gobierno del 

Municipio de 'rotvce 2009, prevé la obligación de remitir <'1 las personas al 

Ministerio Público cuando se trate de hechos probablemente constitutivos de 

delito; obligaci6n que se advierte comprometida con los supuestos previstos 
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en las rrecctcnes 1, rr, 1lI, VI Y VII del articule 74 del cuece Bando, de los 

cueres se deduce que la autoridad murucipet pu¡ode conocer de hechos 

probablemente constitutivos de delitos para imponer una sanción, en 

contravención con el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 

umocs Me)(icanos. 

En este sentido, el artículo 3.25 fraa:iones rn y VI del Código 

Reglamentario del Municipio de retoce. sobra el particular señala: 

Artículo 3.25. El titular de la dirección de Seguridad Pública Municipal 

cuenta con las siguientes atribuciones: 

1. ( )
 

( )
 

11I." Poner a disposición de res autoridades respectivas a las personas 

que infrinjan los orcenarorentes le.,ille,-, d~ero ~tatal y ~ederal; 

() ~ 
VI. Asegurar a aquellas p~as sorpreroroas en nagrante delito y 

ponerlas inmediatamente a diC'clón del Minislerio Público; 

"
() 
xnr. (..l (; 

El artículo 6.r fraa:iones III y IV del Código Reglamentario del 

Municipio de TOI~Se~ala:. 

ArtíCUI¡(t,186. Son atribuciones de los agentes de tránsito: 

lO 
11I.t:tener y poner a disposición del Ministerio'publiC:), a los conductoras 

de veh'culOs que hayan participado en un accidente de tránsito, cuando se 

produzcan hechos que pudieren configurar algún delito; 

( ) 

lV. Conminar a los afectados, a fin de que lleguen a un arreglo inmediato 

para evitar el entorpecimiento ele la circulación, tratándose de accidentes de 

tránsito en los que únicamente se produzcan caños materiales a res vehículos. 

En caso de que las partes no acepten tal sugerencia, deberán nem'tirlos <11 

Ministerio público para los efectos de la mtervenclón legal que corresponda. En 

este último caso, el agente de tránsito levantara la infracción respectiva; 

l ...) 

X. (,..) 



En retaclón con lo anterior, el articurc 6.189 fracción III del CÓdigo 

gecrameneano del Municipio de Toruca, orevé­
, 

Artículo 6.189. Tratándose de conouctcres de vettkulos actcrootores que 

presumiblemente manejen en estece de ebriedad Q bajo el influjo de drogas 

enervantes. osrcctrérncos y or-es que tengan efectos sjmneres. se observará lo 

siguiente: 

l. (o.,) , 
I 

( ) 

nr. tes ager"ltes de tránsito presentarán ante el Oficia', canncacor a os 

conductores de vehículos que manejen en estado de ebriedad o bajo el inrlIJjo de 

creces, siempre que al respecto presenten síntomas evidentes. Cuando S'! 

produzcan hechos que pudieren configurar "Igun delito, los conductores serlÍr"l 

presentacos directamente al Ministerio Público, dejando a su cecosrctón ~I 
, 

vehícurc rescectívc: 

( ) 

VII. ( ) 

En este orden de ideas, los miembros. del cuerpo preventivo de seguridad 

pública municipal tienen el deber de asegurar a CUalquier persona QIJe sea 

sorcrencere en la realización de wectios cue pudieran ser constitutivos de un , 

ilícito; asl como tamtJién, tienen la obllgClción de poner al indiciado a disposición 

del Ministerio Publico, a efecto de Que éste, en ejercicio y rumolimiento de sus 

tacuttaoes y Obligaciones, reat.oe I~ investigación correspondiente con el objeto 

de establecer si obran catos que peri"'1itan determinar cue se ha cometido ese 

hecho y Que extste ',~ probabtllcad de Que el t~diciado lo cometió o oernocó en su 

I 
cnrnrsrcn; y en su caso formule I~ acción penal corresooocrente ante te alJtDrldi!ld 

judicial, a ouien le correspcnoa resolver sobre el fondo del asunto para imponer 

las sanciones, Que en su caso, resulten crccedeotas. 

En tal virt\Jd, los miembros del cuerpo preventivo de seguridCld pobuce 

municipal, mvartabtemente ceben sujetar sU actuació~ a ro dispuesto por el 

artículo 21 noveno párraro de la Constitución Federal, el CUi!l1 al respecto señera 

que "la actuación ce ras mstttucíones de seguridad pública se regir;!, por los 

c-roctoros de le9ali¡l~d, objetividad, eficiencia. profesionalismo, honradez v 

respeto a los d"rKho<; humanos reconocidos en esta Constitución". 

Lo señalado tiane plana concruencra con lo dispuesto por e', artículo 126 

de la Constitución Pellaca de los esteces Unidos Mexicanos, el cual renere cue 
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"todo funcionario público, s/n excepción steune, antes de tomar poseSión de su 

encargo, prestariJ la protesta de guardar la Constitucuin y las leyes que de ella 

emanen"' 

En el arnbtto internacional, el articule 1 del Código de Conducta para 

Puectonancs eoce-ueocs de hacer Cumplir la Ley, señala que "los funcionarios 

encargadas de hacer wmplir la ley cumplirán en todo momento IDs deberes que 

les tmoone la ley, sirviendo a su comunidad y protegiendo a todas las personas 

contra actos ilegales, en consonanCia con el alto grado de responsabilidad eXigido 

por su profesión". 

En este sentida, el artfcujo 15 de la Ley General del Sistema Nacional de 

Seguridad robuce. refiere que: "LBs instituciones de Segundad Pública serán de 

carácter civil, diSCIplinada y profesional, su actuación se re<¡¡r¡j además, por los 

ortnaotos de legaiidad, objetividad, el'idenCi~nradez y -esceec a IDS derechas 

humanDs reconocidas por la constitU+ Poi/tica de los tstsaos Urnaos 

Mexicanos. DeberiÍn fomentar la p~adón ciudadifna y rendir coenms en 

términos de leyN, O 
En consonancia con lo a~rior, el artículo 40 fracción 1 de la Ley General 

del Sistema Nacional de Segt>-ad Pública, señala: 

Artículo 40. Con rjeto de garantizar el cumplimiento de los principios 

constitucionales de I~idad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 

respeto a 105 ~",¡j10S humanos, las integrantes. oe las msntucíones de 

Seguridad púcr se sujetaran a las siguientes obligaciones: 

1. Wducirs", siempre con dedicación y disciplina, as¡ coma con apeco al 

creen jur~iCO y respeto a las garantías indivldual",s y :derechos humanos 

reconccoos en la Constitución; 

( I 

XXVIlL (...) 

En ",1 ámbito local, no oebe pasar inadvertido. QlJe mcurra en 

responsabilidad acrrnmstratíva disciplinaria el servidor público Que Incumpla con 

sus obligaciones, de acuerdo eco los articulas 42 rraccion"S 1, XXII Y XXXII Y 43 

de la l.i!y de nesconsebmcaoes de los Servidores públtcos del Estado de y 

MUnicipios, Ie~ cueres establecen: 

Artículo 42. Para salvaguardar la legalidad, nonradea, reenec, 

imparciilhdad y eficiencia Que deban ser observadas en la prestación del servi'iO 

públiCO, independientemente de las obligaciones especificas uue corresllondilll al 

,,
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empleo, cargo o comisión, todo servidor público, sin perjuicio de sus derechos y 

caceres laborales, tendrá las siguientes otlhgaciones de carácter general: 
, , 

1. Cumplir con la máxima diligencia el servicio Que le sea encomendado y 

abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de 

dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo. cargo o 

{.	 ) 
I 

XXII.	 Abstener de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento 

I ' 
de cualquier otsposlctón jurídica raracronaca con el servicio ooouco: 

I... ) 

XXXII. las ce.nés que le impongan las leyes, reglamentos o dtsposjctones 

administrativas aplicables. 

Articulo	 43. Se Incurre en responsabilidad administrativa c'scrptmarla, por 

I 
el	 mcumpnrrnento de cualesquiera de ras obligaciones a que se refrere el artículo 

, 
anterior. daMo lugaf a la tnsrruccrcn del procadrmiento administrativo ante 105 

órganos otscipnoertcs y a la aplicación de las sarmoaes que en esta ley se 

consignan, atendiendo a la naturaleza de la obligación que se transgreda. 

la responsabiidad administrativa disciplinaria, tiene por objeto drsciplinar 

y sanCionar 'as conductas de los servidores públicos que infrinjan alguna de las 
I 

disposiciones administrativas contendidas en el artículo anterior, con 

independencia de otra respOnsabilidad de cualquier netureere: inclusive de la 

responsabilidad adrntnlstrat.va resarcncrta. 

En virtud de loa antes indicado, es menester que los bandos municipales 

delimiten su ámbito ccmoetenctar, en armonía con la leqislación vigente. no 

estableciendo como rntrecocnes a las disposiciones reglamentarias, conductas , 

que son constitutiva', de un nene: \0 anterior, toda vez que los miembrcs del 

cuerpo preventivo de'seguridad pública mumctpat en cumplimiento de una norma 

que contraviene el orden jurídico, pueden desestimar obncaccoes que les 

Imponen diversos ordenamientos legales de mayor jerarquía, no· sólo en su 

perjuicio, sino en el de todas las ace-sooas. 

En mérito de lo señalado, y atendiendo el apartado de "Conslderac;;ones 

sobre fa Identidad ()ue tienen las Inrraccianes previstas en las rracc:/ones 

I, II, III, VI Y VII del artkulo 74 del Bando de Gobierno del Hunidp;o de 

rotuce 2009, con diversos deUtos establecidos en el Código Penal del 

estado de Hf!,}(ko R de esta demanda, debe oecretarse la rnconsntoccoanoao V 
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la consiguiente invalidez de las infracciones estaciecrces en las fracciones 1, I1, 

In, VI Y VII oer articulo 74 del Bando de gobierno del Municipio de 'rourca 2009, 

y sus raspectrvas sanciones, previstas en el último párrafo del numeral y 

ordenamiento invocado; toda vez que tes miembros del cuerpo de seguridad 

pública municipal, están obligados a detener a Quienes scrprencteren en a 

comisión de un delito, poniéndolo de inmediato a disposición del Ministerio 

rúbnco, ara Que en ejercicio de sus facultades realice la investigación conducente 

y, en su caso, ejercite la acción penal ante la -aurortdao judicial, a efecto de 

resolver re que conforme a derecho proceda. 

Por otro lado, y en razém de todo lo expuesto, resulta adecuado concluir 

Que las infracciones establecidas en las eacccnes 1, !J, In, VI Y VII del articulo 

74 del Bando de Gobierno dei Municipio de retoce 2009. y sus respectivas 

sancrones, previstas en el úttlmo párrafo de~meral y ordenamiento invocado, 

son contrarias a los artículos 5 primer ~afo' 81, 86, 88 InCISo b) primer y 

segundo carreros y 115 de la constit~ Política del Estado ...ibre y scoereoo de 

Méx;co; y atendiendo ai rlJbro e"ConsJderaciones sobre el parámetro 

constitucional para que el ~misionado de los Derechos Humanos del 

Estado de México promu(;J la presente acción de inco,nstitucionalidad"; 

también coocukan las rrtades, derechos y garantías consagradas en los 

artículos 14, 1&, 17J, 23, 102, L28 Y 133 de la Constitución Poiítica de tos 

Estados unrocs Ifticanos; 2, 3, 6 Y 40 trecoón I de la Ley eenerai del Sistema 

Nacional de t:rridad Pública; 5 inciso bJ trecceoes r. n. X Y XIII de la Ley 

Orgánica Wa Procuraduría General de Justicia del Estado de MeKica; 2 de la Ley 

On;¡Anlca }el Tribunal superior de Justicia del Estado de MéXICO; 4¿ fracción XVI, 

51 fracción 11I, 150 fracción 11 lnclso a) y 151 rrecc.coes 1, III, y IV de la Ley 

Oroilnica Municipal del eseeco de México; 19 tracciones 1, II, 1Il, IV Y V de la Ley 

de Seguridad P'.:ibiica Preventiva del Estado de México; y 3, 100 y 101 del Código 

de Procedimientos Penales del Estado de MéxiCO. 

Lo anterior, atendiendo al apartado de "Consideraciones sobre liJ 

identidad que tienen las infracciOnes previstas en las fracciones I. LI. LI. 

VL y vrr del artículo 74 del IJando de Gobierno del Munlcfplo de TOIVCit 

2009, con divet'50s delitos establecidos en el Código Penal del Estado de 

México'" toda vez que la Investigación y persecución de los delitos compete al 

Ministerio Publico y a ras policías, la cuales deben actuar ba¡o la condvcrfón y 

mando de aquel en el ejercicio de esta función, a efecto de que contnbuyan en la 
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reunión de los elementos necesarios para que el Órgano rector de la 

investigación del delito pueda cererrmner si obran datos que estaotezcan que se 

ha cometido ese hecllo y que exista la prebabilidacl de qUI' el indiciado lo cometió 

o parttopó en su comisión y, en su caso, formule la acción penal conesccocrente 

ante la autoridad [ud.clal. 

En' este sentido, trat~ndose de asuntos de carácter penal, toda persona, 

<In tes de ser privada de a'llJuna garantía, nene derecho a que se le siga U" juroo 

ente los Tribunales, en el que se cumplan las formali6ades ese"ciales del 

procedimiento o el oeotdo proceso legal; !o 'a"terior, toda vez que corresponde a 

la autoridad judicial la facultad para resolver sobre los asuntos de carácter penal, 

mterpratanrío y aplicando las leyes en la materia. para que, en su caso, imponga 

las penas corraspond-antas., 

En tal virtud, ninguna otra autoridad distinta al MinisteriO Público y a la 

autoridad judicial, tiene facultades para investigar V re:;olver en tomo a hechos 

de carácter penal, aún cuando éstos se encoentrea previstos como una rntreccén 

a las disposiciones sobre el orden púbhce en un bando municipal; ya que en estos 

casos, la facultad ue la autoridild municipal para sancionar dicha ¡nrracción, 

<lesa parece; de tal manera que no debe aplicar una sanción, ni aún después <le ,
 
I '
 

que las partes Interesadas jurídicamente hayan emitido una determinación; ya 

que de no ser esr. si> recerte a la·po~ibilídad de castigar a una misma persona 

dos veces por un hecho, lo cual es contrarío a lo dispuesto por el articulo 23. de la 

Constitución Federal. 

De este manera, las autoncades municipales, uenen la obligación de 

remitir los asuntos qUe correspondan a re competencia del Ministerio Público, 

ab~tenerse de intervenir en asuntos que revistan naturaleza penal, y evitar , 
ejl'n:er funciones que corresponden al Ministerio Público ya la autoridad Judicial. 

En este orden de ideas, es claro Que la investigación de los delitos y la 

aplicación de sane.enes por las infracciones a las disposiciones de un bando 

municipal. son dos cosas absolutamente distinta, Que corresponden a dos 

eutor.eeces diferentes; las cuales deben respetar mutuemente su ~mbito de 

competencia; por lo cual, areoorenoc a c-enas diferenciaciones, los miembros del 

cuerpo preventivo de securtoac pública municipal, oece salvacuardar ii!l vida, la 

IntegJidad, los derechos y bienes de las personas, asi romo preservar las 

libertades, el orden y la paz cúbncos en el territorio del municipio, con estricto 

apego a la protección de lOS derechos humanos; prevenir la comisión de faltas 
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administrativas y de delitos; cumplir las órdenes que reciban del Ministerio 

Público; colaborar con el Nistarfo Público y con la autcrtdad judicial; y oetener y 

rernrtrr sin demora al Nmtstenc Público a las personas erl caso de delito fiagrarlte, 

sin exC€pción elcune. toda vez que la ccntrevenuón de lo anterior, da lugar a 

rescooseouceo administr"tiva disciplinaria, en termines de los artículos 42. 

t-accones 1, XXII Y )Q(XIl y 43 de la Ley de gesccnsecmceoes de los Servidores 

Públicos del Estado y MunLclp;o~. 

En tal virtud, es importante subrayar que las rnrracccnas previstas en las 

r-ecctooes 1, ll, lll, VI Y VII del articulo 74 del Bando de Gobierno del Municipio 

de 'rotuce 2009, no deben tener acncaee.cao. ya que por estar contenidas como 

delitos en la legislaCión sustantiva penal vigente en la entidad, la competencia de 

la autoridad murnc.pat para saneenanas, desaparece, debiendo abstenerse de su 

conocimiento, remmenco a los indiciados a~inisteriO Púbuco. a efecto de Que 

éste realice 1a Investioacion del delito y ,'~~su CilS0, ejercite la acción penal ante 

1.... autoridad judicial, para Que resuel~ Que conforme a derecho proceda. 

Para los efectos proceetes, al presente escrito de demanda 51' 

anexan los documentos Sig~ntes: 

l. Periódico Oficial ~obiemo del Estado Ubre y Soberano de México 

"Gaceta del Gobierno" rero B5, de fecha 2B de octubre de. 2005, en el cual 

consta la desionaci~el actor como Comisionado de los Derechos Humanos del 

Estado de Méxit\y 

11. B~ de Gobierno dei Municipio de 'rotuca 2009, publicado el cinco de 

febrero d~09. . 

CO~ independencia de lo m....nttesteoc, para los erectos de la presente 

aCCión de mccnsnruccnaüoac es de suma trascendencia la facultad oncosa de 1e 

Sala ccosuecccoer del Tribunal supertor de- Justicia del estado de MéxicO, a 

efecto ce tutelar la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de MéxicO' 

TERCERO. El promovente estima que las disposiciones cuya 

invalidez solicita, violan 105 artículos 5 primer párrefc, 81 y 86 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Néxico, 16 y 

21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 48 

fracción XVI de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, S 

inciso b) fracciones 1, Il, X Y Xlll de la tev Orgánica de la 
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Procuraduría General de Justicia del Estado de México y 3 del 

Código de Procedimientos Penales del Estado de México. 

CUARTO. Mediante proveído de fecha veintitrés de marzo de 

dos mil nueve, los Magistrados integrantes de la Sala Constitucional 

del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, 

determinaron formar y registrar el expediente relativo a 1" acción 

de rnconsntocronauoad con el número 01/2009 y a su vez la 

Presidenta de la Sala MARÍA DOLORES OVANDO CONZUELO, se 
, 

designó instructora de acuerdo al turno establecido para realizar el 

trámite y proyecto de resolución respectivo. 

QUINTO. En auto de fecha veintisiete de marzo de dos mil 

nueve, la Magistrada instructora tuvo por interpuesta la demanda 

de acción de mconstnuctonaudao y previno al promovente para que 

en el término de tres días exhibiera el Periódico Oficial del Gobierno 

del Estado uure y Soberano de México "Gaceta del Gobierno", 

número cuarenta y cuatro, de fecha nueve de marzo de dos mil 

nueve, apercibiéndolo para el caso de no hacerlo, con desechar la 

demanda. 

SEXTO. En auto de fecha seis de abril de dos mil nueve, la 

Magistrada instructora una vez cumplida la prevención decretada en 

el auto referido en el párrafo precedente, admitió a trámite la 

demanda de acción de rnconstttucronaltoad y dio vista al órgano que 

emitió la dtspostclón general impugnada, Ayuntamiento del 

Nunlctp¡o de 'rotuca. y al Órgano EjeOJtivo, que la promulgó y 

difundió, Presidente Municipal Constitucional de reluce. para que 

rindieran sus respectivos informes. 

SÉPTIMO. El Presidente Municipal y la Síndico, ambos del 

Ayuntamiento de Toluca, ,Estado de México al rendir sus informes 

en igual contexto expusieron: 
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~ES CIERTO EL ACTO RECLAMADO consistente en la promulgación del 

EIiTADODEMU:ICO 

ordenamiento legal rectamaco en el inciso C, correspondiente a la norma general 

cuya invalidez se demanda y er medio oficial en que se publicu, establecidos en el 

escrito inicial de demanda de acción de mconsutocrcnaucac, toda vez que con 

fundamento en el errcnc liS, fracción n y III inciso H, de la Constitución 

Potltrca de los estaccs Unidos Mexicanos, 124 de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de MéxicO, 31 Iracclón 1 y 160 al 166 de la Ley Orgánica 

del Municipal del Estado de México, es obligación de esta autoridad llevar a cabo 

la promulgación y publicación del Bando de Gob'emo MuniCipal de retoca 2009. 

rr.. Por cuanto hace a los argumentos planteados por la hoy parte actcra, 

consistentes en estimar que las infracciones previstas en las fracciones 1, 1I, 1l1, 

Vi Y VII del artículo 74 del Bando de Gobiemo del Municipio Ce toruca 2009 y sus 

respectivas sanciones, establecidas en e~llimO parrMo eer artículo del 

ordenamiento invocado, son contrarias a ~ibertades, derechos y caracuas que 

establece la Constitución del Esta~Sí como, la Constitución Fedi!rill, I,OS 

Tratados Internacionales, las LOS del Estado de Méx!co y otras Leyes 

generales, tomando como pna~as, que la investigación y la persecución de los 

hechos que constituyan d~ eco-esconcen al MinisteriO Público y que su 

resolución compete a 1~toridad judicial; y no así, al Municipio de Toluca, 

argumentando queÓaetos constituti ....os de las infracciones previstas en las 

fracciones 1, JI, t( VI Y Vl! del artículo 74 del Bando de Gobierno del Municipio 

de 'rcruce zo~uenen identidad con lo que establece el Código Penal del Estado 

de Méxi~CódigO Penal Federal y la Ley seee-et de Armas de Fuego y 

ExpIOS' ....OJ' se contesta de la siguiente manera: 

a).- Son infundadas dichas cretensrcnes. Yil que en ningún momento esta 

autonoad municipal, vroienta las libertades, derechos y "arantias que establece 

la Constitución del Estado, ni mucho menos las establecidas en la Constitución 

Federal, los Tratados rntemecrcnes y otras Leyes "enerales, por r.uantc hace a 

los Derechos Humanos, única materia por la cual el hoy actor, puede hacer vater 

la presente acción de mccosnuconenoeo, como Incorrectamente lo establece en 
I 

su escrito Que se contesta, ya que no es suficiente argumentar que existe 

identidad de 105 actos ccosnecnvcs de las infracciones previstas en las fracciones 

I, 1I, III, VI Y VII del articulo 74 del Bando de Gobierno del Municipio de 'roruce 

2009, con relación a lo delitos estemecccs por er Código Penal del Estado de 

MéxicO, Código Penal Federal y la Ley F.ederal de Armas de Fuego y E¡.:plosivos, 
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tornando corno prem.sas, que I~ investigación y \~ persecución de 105 teches que 

cos-orenente constituyan deuto, corresponde al Ministerio público y que su 

resolució~ compete a la autoridad juC',cial; y no así, al Municipio de toruca, y que 

esto es constitutivo de violaciones a los Derechos Humanos, pues debe decirse 

que lo anterior es infundaclo como se precisará més adelante, al anauzar I~ 

legitimación del actor y al hacer referencia e los concexos de invalidez 

planteados, pero por el momento basta con afirmar que es evidente que para 

poder determinar si existe alguna probable vtolaclón o no de las garantía, 

individual'es o derechos humanes de los ciudadanos con rocuvo de la aoncecién 

de las rreecenes I, JI, UI, VI y VII dl:'l artículo 74 del B~ndo de Gobierno del 

Municipio de "toruca ;'009, y para el C<lSO indebido que en la aplicación de alguno 

dI:' los artículos que se señaiee en el Bando de Gobierno MuniCipal de rctuca 

2009, se actuanzara una violación a los derechos nmcernemares de algún 

c.uoeoané. dichos actos de autoridad, se tendríM que cornbaur por el erecteoc, a 

través de un '!Impare conlr'!l el acto de acncaoéo o contra la ley, y no <'Isí por 

conducto de la presente acción de inconstitucionalidad. 

Independientemente de lo precisado con antencrrdad, a continuación se 

hace valer la falta de legitimación activa por parte del Comisionado de los 

Derechos Humanes del Estado de México, para ejercitar la presente acción de 

rnconsntuctonanced. en 105 siguientes términos: 

FALTA DE LEGTT1~,AClÓN ACTIVA: 

En concepto de esta parte demandada, en el presente asunto se surte la 

falta de legitimdción activa del Comisionado de los Derechos Humanos para 

demandar a esta autcrtced la presente acción ele Inconstitucionalidad, toda V1:!Z 
I 

que el artículo 5"0 fracción IV de la Ley Reglamentaria de la materia, establece en 

forma textual que: 

"pueden rnten.oner las Acciones ele roconstuvoooanoad, en térrtuncs de la 

presente ley: IV.- El Comisionado de los Derechos Humanos del esreoo de 

En razón de esto debe analizarse si ~I problema planleado por la parte 

actora corresponde o 110 a id materia de "Derechos Humanos". 

Esta parte al anahar el planteamiento que realiza e¡ Comisionado de los 

Derechos Humanos d~1 Estado de México, para tratar de justificar la o-oceoencta 

de la acción de mrcnst.tudcnaücad, que ahora nOS ocupa, estima que rl;,cha 

materia no se surte, por los sigu',entes motivos: 
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"Bajo este conterto, se estima procedente argumentar que las 

infracciones previstas en las fracciones I. JI, 1Il, VI Y VII del artículo 74 del 

Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, y por consiguiente sus 

respectivas sane.enes, establecidas en el último párrafo del artículo y 

oreenem.eotc invocado, son contrarias a las libertades, derechos y g"r<1ntías que 

establece la Constitución del Estado; "sí como, la Constitución Federal, los 

tratados mtemacionales y las leyes del Estado; tomando como premisas, que. 1<1 

rnvesucacróo y la oerseccoco de los hechos que pcslblemente constituyan 

delitos, correspondan ,,1 Ministerio Publico y que su resolución compete" la 

autoridad judici"l; y no así, a las autoridades municipales", 

Lo anterior, en concepto de esta parte es totairnente incorrecto e 

infundado, toda vez que de 1<1 simple lectura ~ contenido de las r-ecercnes 1, I1, 

IJI, VI Y VII del arucu:c 74 del Bando d+ierno del Municipio de "revce 2009, 

se desprende que estas normas no ~onen que la autoncad municipal terl<;ia 

facultades para la rnvestmectón y C'secuCión de hechos que constituyan delllos, 

ni para su íuece-orentc. si~ por el contraríe hacen referencia única y 

exclusivamente a condu~ tipificadas corno faltas acmrntse-auvas o 

ccntrevenoones al Ord~ÚblicO' por lo que para el case de que dichas 

otsccsícrcnes merlCór<ln que es atribución del Ayuntamlent(l de rcicce la 

investigación y ~secuclá~ de los delitos y su juzqarrnentc, entonces en sólo­

supuesto eSadUd<lblemente nos enccntrartamcs ante una invasión de 

<ltribucion",y por ende ante la vlo'ecrón de 1<1 disposición constitucional que 

otorga es! atribuciones al Ministerio Público y <1 la autoridad junsclcclonat, pero 

por el ccntranc, tales fracciones del enrone 74 del Bando de Gobierno del 

MuniciDio de Toluca 2009, ahora tachada's de inconstitucionales. aluden 

exclusivamente a varias hipótesis en las cuales se puede incurrir en faltas o 

contravenciones de carácter eorrurastreuvc, contrarias al orden púbuco. 

ES decir, que sólo podr\a establecerse que las fracciones l. 11, nr, VI Y VII 

del artículo 74 del Bando de Gobierno del MlJnicipio de'Toluca 2009, son 

centrarías a lo que disponen lOS artículos 61 al 66 y 68 de 1" Constltuclón 

Particular del Estado de México, Si en forma expresa aquéllas otorgaran a la 

autonceo muoiC'pal las atribuciones de investigar y pers.e9'Jir los delitos y de 

juzgarlos, lo clJal no sucede así, ya que talIOS ctspcsmcnas sólo aluden a 

conductas ceteicceces como infraa::iones o contravenciones de carácter 



administrativo, y por este simple hecho deberá considerarse que no se surte ter 

invasión de atribuciones y la consecuente lnconsuruoonaucec Que se pretende. , ! 
Ah~ra bien, no sólo no existe invasión expresa de atribuciones que la 

Constitución Local del Estado de México rese......a al Ministerio Público en la 

investigación y prosecución de los hechos oeuctuoscs y al Poder Judicial para 

conocer y resolver las controversias a Que los mismos dan iucar, sino que 

tampoco la presente acción de inconstltucionalidad tiene como materia los 

"cerecnes humanos", puesto que \a fracción IV del artículo 50 61' la Ley de la 

materia, es clara 021 establecer Que el ccmrsionecc de Derechos Humanos sólo 

tiene le9i~imaclón para interponer las Acciones de mconstnuoonendao, cuenco 

astas versan en materia de "derechos humanos", 

A efecto de acreditar ,,o anterior, conviene asimismo establecer Que se 

debe entender por "Derechos Humanos", para de enr decidir si las fracciones I, 

Ir, 1II, VI Y VII del artículo 74 61'1 Bando de Gobierno del Municipio de "reluce 

2009, regulan esa materia. 

Con relación a lo Que detle entenderse por "Dereches Humanos", el mismo 

Comisionado de 105 Derechos numenes en el Estado de México, en la foja 3 de su 

escrito de demanda, hace alUSión a una definición aportada por el eute- Miguel 

Ángl'J Contreras Nieto, precisando lo si<;¡uiente: 

"En este sentido, es importante señalar cce por "derechos humanos" se 

entiende el conjunto je facultades, prerrogativas y rrcerteoes, que corresponden 

al hombre Que por el simple hecho de su exrstenca: Que tienen romo finalidad 

salvaguar-dar la igualdad y la dignidad de la persona humana considerada 

individual y colectivamente; constituyendo un ClJnjunto de deberes y obligaciones 

tanto para el Estado, como para los demás individuos que deben ser garantizados,, 
por el orden jurídico "acienal e internacional, para ia conservactón de la paz 

SOCIal y la ccnsonoecon de la democracia". 

Por su parte los autores CARLOS F. QUINTANA ROLDÁN y NORMA D. 

SABlDO PENICHE. el su obra denominada "DERECHOS HUMANOS", Editorial 

Poerúa 2006, Cuarta ¡:dición, páginas 19 y siguiente~, manifiestan lo siguiente: 

"De la mitad del siglo XX y hasta nuestros días se ha retomado de forma 

distinta la idea de los pe-eches )-',umanos, aunque conservan su deSignación 

original. Esto es, se ns equipara a los ee-ecnes civiles, careoues i"dividua\es o 

prerrogativas de', ciudadano." 

" 
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"~) Definiciones" 

"Para elaborar una definición de lo que son 1,05 rerecncs Humanos, 

encontramos de inmediato dificultades muchas veces treelvaotes, oe orden sobre 

todo ideotóqlco y doctrinario, El concepto cecenoe en gr~n meotda ele la 

cnentec.cn que se asuma o ele las rcees o tencenctas que se profesen. Por euo. 

se suelen encontrar múltiples definiciones con matices distintos y en ocasiones 

hasta encontradas. dadilla dificultild de la relatividad de sus contenidos." 

"NO obstante su complejidad, es posible señalar algunas definiciones que 

sin duda nos auxiliar para ubicarnos en el tema y el core-e central de estos 

cerechcs." 

"Para el autor español Anton¡c Trove! y serre, los oerecnos Humanos 

son:" 

" ...105 privilegios fundamentales que ~hombre pose~ por el hecho de 

serlo, por su propia naturaleza y dignida~m derechos ccee se- inherentes y 

Que, lejos de nacer de una conc+ de la sociedad política, han de ser 

consagrados y garantizados por~" 

"A su vez los autores n;;iCanOS María Teresa Hernáncez Ochos y Dalla 

Fuentes Rosado, proponen I~Uiente deñrucón." l· 
"Los Derechos Hrnos son los que las personas uenen por su calidad 

humana. Pero es el-Óado el Que los reconoce y los Plasma; en la Constitución, 

asumiendo es¡ It<.esponsabilidad de respetar esos derechos, a fin de que cada 

individuo vivÚior y se realice como tal." 

"Pwu parte, la Doctora en Derecho Mireil\e gcccam. quien fuera 

presidentJ'de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, señata que .son:" 

" .. aquellas facultades y prerrogativas inherentes a la persona humana. 

que le corresponden por su propia naturaleza, moisceoseoies para asegurar su 

pleno desarrollo dentro de una sociedad organizada, mismos que deben ser 

reconocidos y respetados por el poder público o autoridad, debiendo ser 

garantizados por el orden juridico positivo." 

~A su vez Antonio E. Pérez tuño define los Derechos Humanos como:" 

• el conjunto de reccneces e instituciones que, en cada momento 

histórico, concretan las exig~ncias de la dignIdad, la libertad y la igualdad 

humana, las cuales deben ser reconocidas positivamente po: los ordenamientos 

Jurídicos a nivel nacional e internacional." 



"Por cuanto hace al Derecho Positivo, el anterior Regl<lmento Interno de 1<1 

Comisión I Nacional de Derechos Humanos. derogado con la fecha 29 de 

septiembre de 2003. establecía en su articulo 6°. une aceptabie dennirién, al 

"Los DerechOs Humanos son los inherentes a 13 naturaleza humana, sin 

lOS cuales no se pcene vivir como ser humano. E~ su aspecto positivo son los que 

reconoce la Constttuerón Política de los Estados Unidos Nexlcanos y los que se 

recogen en los pactos, los convenios y los tratados jntemacionales suscritos y 
I 

ratificados por México." 

"Por nuestra parte, siguiendo las tende-ctas mas actuares de la materia 

proponemos la siguiente definición:" "Se entiende por Derechos humanes el 

conjunto de atributos propios de todo los derechos humanos que salvaguardan su 

existencia, su dignjd¡¡d y sus potencialidades por el mero hect-o de pertenecer ~ 

la especie humana. uve deben ser Integrados y garantizados por los 
I 

ordenilmi,entos juridfccs oaocnates e mternacíonales para evitar que el poder 

público y la sociedad los vulneren o violenten, por tener la ceuoeo de derechos 

fundamentales" 

Los menctcnados autores clasifican los "Derechos Humanos" de la 

siguiente manera: 

La' anterior coecepctón es acorde a lo precisado en la exposición de 
, 

motivos de la Iniciativa de Decreto por el que se Reforma la Ley que Crea la 

Comisión ¡je los oerecncs Humanos en el Estado de México, de lecha 16 de junio 

de 2008, en la cual ss, expresa lo siguiente: 

Los Derechos aurrenos son el conjunto de prerro\l<ltlvas inherentes a la 

netorale!a de 1<1 persona, cuya reali!aeiÓn efectiva resurta indispensable para el 

desa rroll~ inlegra! del individuo Que vive en una sociedad juridicamente 

organizada. 

Los Derechos Humanes son inmanentes <11 hombre y esenCialmente son 

valores ee la más alta categoría, son norma~ y principios de Derecho POsitivo Que 

tutelan estos derechos de manera arnpua y completa y cuya vrotacrón o 

incumplimiento constituye un delito y, en coosecoencra. da origen a una 

responsabilidad penal para quje~ tos vulnera. 

Ahora bien, anauranco el texto de las fracciones 1, 11, nr. VI Y VII del 

artículo 74 del Bando de Gobierno del Municipio de 'toruca 2009, se vece. sin 



[C 

ap osuuooap ~01PJII 01U""WI)<lnOULl<l I"P opnpwd ~U<l!q "P OS!WO~P :l!PU"~U<lS 

"'P rececss U9pl!:l!IQnd .scuaarap "P 119Pl!l\l.Jd o uotsuecsns :S<lLJO!S!WOJ 

o soeieo 'scardura ep U9IJl!"ud o UOI:ll!l!I!Ql!uU! :uopnmS<lp :SiluopunJ 

ao u<;Ilsuadsns :pep'unI.uOJ e¡ ilP JOAe. l! ofllql!J¡ olA toueo I<lP U9plw!daJ 

"'1 s~UJ •...,lnw eun sl)'UJ 'U,;lISIJd ep eced eun "P uoprsodun el :OWOCI S<ll""l 

'pepunüas eo 51!plp3W o seoao Silp1!pJilA ap U9p1!J!lde 21 1! i11UilW1!!drud OU!S 

'O!l.l11!JlsrUlwpe OlSi,J-JE un OjÁ I'llnw eun ap U9P,sodw! iI¡dUl!S e¡ 1! JeDnl uep OU 

501'1<lP sal ano eÁ '50111ap DUJO) J1!Jap!SUOJ sepepcd OU ered </lU<lIJI.ns enb S!?UI 

O"'lOW 'OAIl1!J1SIUIWpe <l1SilJJ!' o ri:llnw UD:) 019S Ul!1 S1!p1!UOpLJ1!S 'oAQ1!J1S!U!WP1! 

li1P~Ji':I ap SilUOIJWilM'J.jUO:l QUJO:> O:¡UiI!WI!U<lP-l0 1""1 .rod saperaprsuto 

seianpuoa SEIJlM E U9lsnlfi! uCJJell '500'1: eonroj, I<lP Oldp!un¡.,¡ I<lP OUJ<I!q09 

ep OpuEg jap 'JL 0lnJlj..Ie tap !I1\ A 11\ 'm '1I '1 s:aUopJE'.Jj SI"l <I:¡u<lWeA!~<lB 

"1I"JilpiI:> o~Jqw~ lilP M!.JE'punJilS 

11"1 
Ailr el IS 'SOUilW Ol.'.Jnw A -euepuross A<l1 eun ec 5<1UOIJISOd5Ip"¡p1" ei5u<lAfi!J1UOJ 

i1jUilwilldwls o IE'JilPil:! «oomnsvco el ap ou 'A 'COIX~ ep opetsa I<lP 

JellUrj..lEd U9'Jnl'1sl0:J el ap u';lIJ!sOd5!P euneje iElU<lAeJl~ rereuee fi!WJOU eun 

ant:> A .sQuewnH SOIlJ<l.JaO. 501 e EA!:¡EI<lJ E'OlS pep!I~n:¡!~SUOCIUI El ep E!JiI~EW 
el i1nt:> 'OUIWJOQ Jawud ua -aemee. <15 ease ec E!~<lJOJd El EJEd sano 'EiI~UEld 

as ano el cecee P~PIIEUOI)nll:¡Suo)U! sp U9PJ~l!un ap eouepeoccc I!I JEpUnj 

i'lpi'lnd OU 'SOAISOldx3 A o~an:! ap sewJ\f aOu<lPil:> A<3l El U<I O Ifi!JilpiI:> !eU<ld 

OIj'PO:J la ue o OPI!W:I jap leuild OIjIP~ Ui'I SOP!UiI~UOJ sontap <I:¡ui'lwe!doJd 

uaAn1'1Suo) o ezu'eraWilS uilUiI!1 ~n ~nIO.L ap 0ldp!unW I<lP OU.J<llq09 

ap opueq I<lP 'JL OlnJl:j.JE jap I~ 1/\ '1lI '11 '1 s<luopJeJJ SI!l Ui'I seplui'I~uOJ 

sereeer S'S<I:¡9d!1.I SEI ap ucpduosap el enb ap oouuas la U<I 'OJ!xí"W sp oPe:¡s3 1<1P 

sooeunu, SOIl~JilO sor sp opeuoJslwO:J I<lP o:¡uawnl'iJe 1<1 -anao e.no .J0d 

ciunse <llU<ls<lJd 

I<lP OPUOj I<lP orpruse II! JeJ:¡uiI ap asooueiuaasqe 'eurrnoee leS<r.loJd alU<lwow 

ns U<I se)..loyi'lS sns UI!AI<ln5<1J 01 0:¡p1105 jse A 'fi!U<llfi!W el ap A<ll el ep OS 

0lnJj1JE I<lP 1\1 U9PJEJj El roo o:¡sIA<lJd cte i'l5JE:¡snrl! OU Jod 'pep'II!UOIJn:¡q5UOJUI 

sp U9pJE' <I:¡U<lS<lJd El JillIOWOJd ered EAIPI! U9DI!WI1'O<l1 ep 'oruose <l:¡'J<l5<11d 

1<1 U<I 'soareo OJIX"9¡"¡ sp OPe:¡S3 I<lP soueumj-t SOI.l)<lJ<lO 501 ep opeUOISIWO) ji! 

o:¡uel reo A "sOUI!u..nll SOIlJ<l.J<lP" SOl eJ!,jpilds:a A EpilJlp eU<l:¡ew OWO) uauan OU 

seuoorsocsto sale:¡ anb OJEp Sil aluE:¡ 01 .rcd 'SOIlJi'I.mp SOIlJIP e lO'unl:lle U9lJn'wt 

o uopelntlilJ eoeq i1S sell<l Ui'I !U 'S<lIe:¡ OWOJ ,,50uewnll sciparep, sOl e eonere 

epUi'lJi'lji'l.J u<OlO'll O'J sauoosoosc S<lIE:¡ anu ep u9!SnpUDJ el e -sepre l" JPf¡n! 

OJIX1WlI"(IOUT.u'( 

"lVT:/I(lIlr B'100d 



los instrumentos, objetos y efectos cet elelito; confinamiento; prohibición de ir a 

lug.ar oeterrmoaco: vigilancia ele la eutondad: tratamiento de totrrcuteotes: 

amonestación; y, caución de no ofender; como se cescrende del contenido de los 

artículos 123 a 5& oer Código Penal vigente en el Estado de México, retetrvc al 

titulo tercero de tas Penas v Medidas de Seguridad. 

Siendo esta diferencia de sanciones o de rmcosicrón de metlidas 

coercitivas, el enter-o m~s seguro para establecer la diferencia especifica entre 

las fa',tas o contravencíonas administrativas y ios delitos, ya que las que se 

i 
aplican a las c-tmeras, a diferencia de las penales que tienen carácter retrtbuuvo, 

cumplen tan sólo una función preventiva, ya que toda finalidad de castigo o 

expiación es extraña a ella, como se verá más <,delante al referirme a loS 

concepto~ de invalidez. 
I 

Motivos por los cuales solicito se declara la falta de legitimación activa del 

Cormsrcnadn de 103' Derechos Humanos para ejercitar esta acci6n de 

lnecnstítucfcna uoeo. 

Para el caso no concedido de que esta autondad estime y resuelva que en 

el presente asunto las fracciones 1, 11, II1, VI Y VI! del articulo 74 del aanoc de 

Gobierno del MUniciPio de Toluca 2009, son contrarias a la Constitución particular 

del Estado de México, por vulnerar los "derechos humanos", y DC'r ende que si 

existe IJitimación activa por parte del Comisionado de los Derechos HUmarlOS 

del Estado de México, para ejercitar la presente acción de incOl"\stltucionalidad, se 

hacen valer las siguiel"\tes: 

CAUSALES DE IMPROCf:DENCIA 

Es de hacer notar a sus Señorías que, en el pCl'!sente asunto, se actualiza 

la causal ce improcedencia previste en la fracción vnr del artículo 40 de la Ley 

Reglamentaria de', Articulo 88 BIS de la Constftución Política del Estado Ubre y 

Sebe-ene de México, en relación al artículo 59 del mismo ordenamiento que a la 

letra dice: 

Artículo 40.- Las controversias constitucionales son rrnorcceceotes: 

VIlI. Cuando exista falta de interés jurfdko; 

Artículo 59.- Las causales de improcedencia establecidas en el titulo 

anterior son aplicables a las acciones de mconstttuconauced... 

Lo anterior debido a que el ecto reclamado no erecta el Interés jurídico de 

la hoy adora, ya Que la controversia que plantea, versa sobre la posible 
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extstencte de identidad de los actos constitutivos de ras Infracciones previstas en 

res fracciones 1, ll, 1lI, VI Y VI del articulo 74 del Bando de Gobierno del 

Municipio de 'toruca 2009, con relación a los delitos establet;idos por er Código 

Penal del Estado de México, Código Pen~1 Federal y la Ley Federal de Armas de 

Fuego y Expiosivos, que redundan en la invasión de las atribuciones y facultades 

que corresponden al Ministerio Público y a la autoridad jurisdiccional, por parte 

de esta autoridad municipal, y no esr sobre actos concretos que relacionen con la 

materia de los "derechos humanos", materia por la cual única y exclusivamente 

tendría interés jurídico la hoy parte actore pera hacer valer la presente acción de 

inconstitucionalidad, circunstancia que no se ectcenae. por lo que se actualiza la 

referida causal de improcedencia. 

Asimismo, en I~ especie se actualiza la causal de improcedencia, 

contenida en la fracción VIII del artículo 40 ~a Ley Reglamentaria del Artículo 

88 BIS de la COnstitución política del Est~Libre y Soberano de Mexico, por ras 

siguientes razones: ~ 
El mencionado artículo 40 Oblece textualmente lo siguiente: 

Artículo 40.-Las contro~iasconstitucionales son rmprocecentes: 

() (i 
X. Cuando la di~iCi6n generala el acto impugnados no sean de 

competencia de la S~OnStituciOnal; 

Es de res~r que la hoy adora en su escrito inicial de demanda establece 

violaciones -o artículos 14, 16, 2.1 Y 102. apartado A segundo párrafo de la 

ConstitucliJt;!,Federal, lo que hace evidente que esta Sala constnucronai no sea la 

competen~ para resolver el fondo del asunto en cuanto a esas violaciones o 

pretendida mccesntuconancac, sino la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

en términos de lo establecido por las fracciones I y U del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su respectiva ley 

Reglamentaria, por lo que deberá declararse dicha improcedencia, 

CAUSALES DE SOBRESEIMIENTO 

Por otra parte es de resaltar a su Señoría que en la especie se actualizan 

las causales de sobreseimiento, contenidas en la fracción 1 Y 11 del artículo 41 de 

la ley Reglamentaria del Articulo 88 BIS de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de México, por los siguientes motivos: 

Tal precepto es del tenor siguiente: 

Articulo 41.- El sobreseimiento procederé en los casos siguientes: 

45 



(,,:) 

n. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las 

causales de trooroceoencra a que se I"l!flere el artículo anterior; 

LO anterior no requiere mayor explicacion, pues al actualizarse las causas 

de ';mprotedencia que se hicieron valer anteriormente, es procedente asimismo 

se declal"l! el sobreseimiento de este asunto. 

En cuanto a ros conceptos de rnvaudez planteados por el Comisionado de 
, 

los Derechos Humanhs, refiero iI continuación lo siguiente~ 

EN CUANTO A LOS CONCfVTOS DE INVALIDEZ: 

En cuando a los conceptos de invillidez planteados en el escrito de 

dem,lI1da en que se ejemta la acción de rnconstuuocneuoad, esta parte estima 

que los mismos deberán declararse infundados, por las siguientes razones: 

Como ya se dijo anteriormente, las fracciones 1, Il , IlI, VI Y VII del 

articulo 74 del Bando de Gobierno del Municipio de Tcluca 2009, hacen alusión a 

varias conductas ccnsicerecas por tal ordenamiento como tartas o 

contravenciones de carácter administrativo, sancionadas con multa o arresto, 

motivo más que suficiente para no ccns.cerertes como oentos. ya que les delitos 

no dan lugar a la s.ruple imposición de una multa Y/o un arresto administriltívO, 

sino propiamente a la aplicación de verdades penas y reecrces de seguridad, 

tales como. a la imposición de una pena de pnstón: más una multa; más la 
,, 

reparación del daño; ylo trabajo a favor de ia comunidad; suspensión de 

funciones; destlturfón: inhabilitación o privación de empleos. cargos o 

comisiones; suspensión o privación de oerecncs: publicación especial de 

sentencia: decomiso ce bienes producto del enriquecimiento ilícito; decomiso de 

los .ostrumeetos, objetos y efectos del delito, confinamiento; prohibición de ir a 

lugar determinado; vigilancia de la autoridad; tratamiento de inimputables; 

amonestación; y, caución de no offinder; como se desprende del contentrío de los 

articutos 23 a 56 del COdlgo Penal vigente en el Est.ldo de México, relativo al 

titulo tercero de las Penas y Medidas de Seguridad, en relación con las 

disposiciones -ererenres a cada una de las figuras delictivas. 

Siendo esta dlferenoactóe de sanciones o de imposición de medidas 
, 

coercitivas, el criterió más seguro para establecer la diferencia escecíñre entre 

las faltas o contraver'clones adminislrali,vas y los delitos, ya que (as primeras a 

ctrerenoe de las penales que tienen carácter retributivo, curnpten sólo une 
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función preventiva., va Que toda finalidad de castigo o expiación, es extrañe a 

ellas, lo cual es recoeocoo por la doctrina especializada en meterte penal. 

Así el autor de Derecho Penal GIUSEPPE MAGIGIORE, en su obra titulada 

"Derecho Penal", Editorial Temas eocota 1985, vcrr. El Delito, Capitulo 1, cécma 

46 Y siguientes, al referirse al Derecho Penal de Policía Admi,listrativa y al aludir 

a la diferenciación entre la infracción admlni5-trativa y el delito ordinario, 

establece lo siguiente: 

Llámese conde administrativa, la actividad del Estado encaminada a 

prevenir los daños y peligros Que pueden derivarse para el crdenamiento social, 

por la conducta cesarrectece de los indrvrduos, Para este fin .';02 sirve el Estado de 

medidas coercitivas. Tales medidas, iLOjfe':.~~e ias verd3.dera y prolllameo.te 

penales, Que tienen caracter.de..LelQbuclón cumplen sólo una función preventiva. 

Quien dice.....PllliJ:ia.........dke...J<revención. Toda ~idad de castigo y e"oiación, es 

extraña a ella. Por eso los destinatario~ las normas de concia pueden ser 

personas no imputables. 

" " o~ 
¿cómo se distinguen ~ infracción y el delito crct.iano, y el derecho 

penal de polida y el derech~al general? 

ese di5-t1nclón puT" hacerse desde un punto al" vista cntcrócrco. diciendo 

que rnrracocnes d~liCill son ies que contienen un ilícito policial; y~_~g 

hacer5-e también~sae el punto de visla de IjI sjlncjÓn. El primer concepto no es 

seguro, pueSOSgraCiadamente, los leg;sI311ores. 31 arnmtnar hechos dañosos o 

peligroso~ siempre obedecen a pnncipios teóricos bien definidos: ~~~lLrQ 

es el coo..o1P.tUe sanción. Son infracciones de Dolicí<,!.~1 menos en su mayor 

parte. las ca~1:igadas con penas Que a'couss códigos llaman penas de ccucía. o 

sea con laS penas estebtecoes. según nuestra' ley, para las 'contravenciones' el 

arresto o la multa. En nuestra ley, pues, infracción de ocncla es, en general, 

sinónimo de ccntreveocrco.. 

Más adelante este mismo autor, en el Capitulo II, pág. 2il6 Y Siguientes, al 

referirse 3 la diferencia entre Delitos y contravenciones, otee en re conducente lo 

siguiente: 

L cenes y ccntrevendones.. Esta distinción es necesaria, no 

tanto para la aplicación del Código Penal, Que dedica a las 

contravenciones un libro aparte, como para rcentmcar --en 

virtud de un criterio juridico sepurc­, las numerosas 



o.apostcronas sobrE! contravenciones, diseminadas en las leyes 

especiales. 

!;.ste-""problema es uno de los más dIscutiQ.Qs., En general, sus 
, 

soluciones obedecen a dos sistemas típicos: el cualitativo, que sitúa el 

criterio distintivo en la naturaleza jurídica particular de estas dos clases de 

infracciones, y el cuantitativo. Que n~ando toda difer:eillia jurídica 

intrínseca- se apoya en el...ctiterio de la gravedad y cíeses.oe.eenas. 

" " 

Sir! duda. el síaerre.cceatíratízc. si Dar una parte es muy empíricQ,J29-.r 

distinc\Ó.n. Basta mirar la Calidad de la nen_a~ decidlr...::ii nos hallamos 

ante un delito o una contr~:vención; 

El segundo sistema creteooe ser mas científico, pero trcpeza con 

dificultades no de peco monto, cuando de la exigencia distintiva abstracta 

pasa a ceter.mear en concreto la cnerencta entre las dos clases de 

trasgresiones. 

Han probado durante estas dificultades la doctrina y la 

junsprudencía. que en vano buscaren .urt críteno único y definitivo para 

determinar aquella característica que debe servír.cpara diferenciar las dos 

espO!cies de normas. haciendo abstracción de la pena. 

" 

Pero todas las teorías expuestas ofrecen un flanco debil para la 

crítica. 

" 

cüerencta los positivistas, que admiten entre las dos clases de ilícitos 

penales solo una clsttnclón de cantidad. ya en el aspecto objetivo como en 

el subjetivo. La distinta entrdarr moral de los motivos y la ctverse 

gravedael oet daño social e individual inferido, distinguiría los delitos y las 

contravenciones. En resumen, si nos hallamos ante hecnos impulsados por 

motivos antisociales, potencia', Y realmente dañosos, pero de medo grave, 

tenemos un delito; si se trata de hechos no determinados par motivos 
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antisociales y dañosos o peligrosos en grado mínimo, entonces habrá que 

hablar de contravenCiones· 

Ferri, a pesar de admitir que las contrevenctones tienen sicológica, 

y por lo tanto moral y socialmente, un "alar distinto al de los delitos, y 

Que por lo mismo extqen crversa regulación jurfdrca, niega gue haya entre 

delitos y contra"encione~ una diferencia sustanci<ll. desde el oUJ1tP"S1~ 

"ist<l Jurídico. Por lo c.ual. no hay otro criterio positi"o y segu[o..J:l.e 

distinción entre ellos. sino ',a ~an';:l.ó[l reoresi"a estilbledd<l en el cÓdlgo....Q 

QQ!:.leyes ¡:~Ies, pMa un" u otra rntraccón. ven su provecto de 1921 

[art.1) distinguia las dos catecorras de transgresiones según las "distintas 

especies de pena" que establecía el Código para C<!da IJn~ de ellas 

Pero la imposibilidad de una distinción ya había Sido afirmada llar 

juristas extranjeros, como Stubel, Be~ y Vonbar, y por seQuidores ce la 

escuela técnico-jurídica italiana ~ reassen. Este afirma la identidad 

ontológica de las dos categorí~ ilícitos penales, al notar que, eeivc las 

diferencias Que ateñen al 0C)n del ilícito ccotravencrcnar, y que interesan 

a la historia del derech~l1al, hoy día la caerencra entre contravención y 

delito es comPletam~estnJctural. 

Esta, se9ú~sotros, es la única solución que ~dmite el problema, 

de otra manevsolUble, de la diferencia entre delitosy contravenciones. 

No~ede hallarse un criterio científico único v rectihneo, para 

hacer (jdistinción cualitativa entre las dos clases de trasgresiones .... 

TO~los elementos distintivos que hasta ahora S€ han te"ido en cuenta 

(diJlinta importancia y valor- ético de los bienes protegidos, diversa farma 

de tutela de ellos, teoría del daño y del peligro. teoría de la difere""a 

cuantitativa, de la crevecec y del daño, etc.) tienen sw valor propia, pero 

no impiden que el legislador Rueda clasincar uD !lecho, segÚn l..ts 

mntingencias d~~o, comg pelito y no como contra"enCi60 o "ice"ersa, 

ni que pueda haceUl¡ls.¡lU~.J.!!l~J:ate.aoria a la olra, UII mismo hecho" 

El Código, pwes ha procedido bien al adoptar como_Único c,uiilctel 

distintivo entre_d.eUto_y contravencl6n, el elemento pena, "l.Ds infracciones 

de la ley se dividen en delitos y contravenciones, según las distint.o:!s 

especies de penas respectivamente establ€Cidas para ellos por este 

Código" (Art.39). 
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~.~_sequldo el cntene más seguro, al reconocer al etementc 

Dena un.valor rundament<ll en la identiriC~Clo;ín (]e las csnrrezensísnes para 

dtsttnnotrtes de los dehtQS 

Por lo tanto, la rcrrre en Que procede el Ccmisionado de los 

Derechos Humanos en su escrue ce demanda, en la que pretende que 

existe roenueeo de conductas entre las descritas por las fracciones 1, 1[, 

111:, VI Y VIl del artículo 74 del Bando de Gobierno del Municipio de reluce 

2009 y res descritas por algunos tipos penales, para establecer que hay 

du'plicidad de conductas sancionadas a ,.. vez por el Bando de Gobierno ce! 

Municipio de "7oluca y el Código Penal del Estado de México, el Código 

Penal Federal y la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, no eS un 

criterio seguro para determinar dicha duplicidad, simple y sencillamente 

porque las medidas coercitivas que r-l!gulil el mencionado aenoo de 

Gobierno, son únicamente la multa o el arreste, con lo que salt~ a la vista 

su carácter crsventwc y no represivo, o expiatorio, o de castigo, o de 

retribución o de expiación, como ID tienen croprarrenre las penas que se 

imponen cuanJo existe la comisión de un delito. 

Aunque ras f\gura~ ccntempreoas en las rracciones 1, Ir, III, VI Y 

VII del articulo 74 del Bando de Gobierno del Municipio de roluca 2009, 

son comrartas.a una norma prohibitiva, no por ello constituyen delitos, las 

primeras son transgresiones que soic ofenden a la administración p(iblica 

en su actividacl jurídica y no nanscrenoe- al orden penal. como se ha 

visto 

F'lnalmente debe decirse como IQ establece el autor antes 

mencionado, que basta mirar la calidad de la pena, para decidir si nos 

hallamos ante un delito o ante una ccntrevencó-. v así solicito procedan 

sus señcrtes. para decidir que en el presente asunto ras rraccones 1, H, 

m, VI y VlI del artículo 74 del Bando de GObierno dei Municipio de rcruca 

2009, sólo contemplan contravenciones ao-otmstranvas V nn oextcs, 

rnótívo por el cual no existe la pretendida mconstncoonaüoao que se hace 

valer por el Comisionado de los be-eches Humanos del Estado de México 

al ejarcttar ta acción que ahora nos ocupa 

Razones éstas por las cuales en su momento procesal oportuno, 

deberá resolverse por sus Señorías la validez de las disposiciones 

atacadas de tnconsntuctooanoec." 
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OCTAVO. Cumplido el anterior requisito en auto de fecha 

veintisiete de abril de dos mil nueve, se pusieron los auto'> a la 

vista de las partes para que en el término de cinco días formularan 

alegatos, habiéndolos formulado el Comisionado de Derechos 

Humanos, por conducto del Licenciado Miguel Ángel Cruz Muciño, 

en su carácter de delegado el día veinte de mayo de dos mil nueve, 

el Ayuntamiento de Toluca, representado por la Primer Síndico, por 

conducto del Licenciado Víctor L. Luna Alonso, en su carácter de 

delegado, el día diecinueve de mayo de dos mil nueve. El 

Presidente Municipal de esta ciudad omitió formular alegatos en el 

mencionado término, por lo que se ~o por preclufdo su derecho 

para hacerlo. ~ 
su~nciada
NOVENO. Al estar la presente acción de 

inconstitucionalidad y ai\(Jo el procedimient~ '>e turnó el 

expediente para dictar (10luclón en fecha veintiséis de mayo de 

dos mil nueve, para ~ con fundamento en el artículo 62 de la Ley 

Reglamentaria ~artículo 88 Bis de la Constitución Política del 

Estado Libre hoberano de México, la Magistrada Instructora en el 

término deVez días proponga el proyecto a los d,~más integrantes 

de la sr Constitucional a fin de ser discutido y analizado en la 

sesión correspondiente en el término subsecuente de diez días y al 

efecto se dicta el presente fallo definitivo. 

CONSIDERANDO:
 
, 

PRIMERO. Esta Sala Constitucional del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de México, es competente para resolver la 

presente acción de inconstitucionalidad, atento lo dispuesto por los 

artículo'> 88 8is fracción m, inciso d), de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de México, 1 de la Ley Reglamentaria del 
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Artículo 88 Bis ce la Constitución Política del Estado y Libre y 

Soberano de México. 44 Bis-l de la ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado de México, toda vez Que se reclama la invalidez de una 

norma general por violación a preceptos de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de México., 
, 

En cambio ho se surte la competencia de esta Sala para el 

estudio y resolución de violaciones a la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y a (a ley General del Sistema Nacional 

de Seguridad Pública, porque su análisis es facultad exclusiva de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, con fundamento en el 
i . 

artículo 105 frac¿ión n de la Constitución Política de (os Estados 

Unidos Mexicanos. 

SEGUNDO. Acto continuo se analiza si la acción de 

toconstttuoonandad jue promovida oportunamente, por ser una 

cuestión de orden público y estudio preferente. 

El artículo 51 de la Ley Reglamentaria del Artículo 88 Bis de la, . 

Constitución Política del Estado y Ubre y Soberano de México 

dispone: 

"ARTiCULO 52.- El plazo para ejercitar las acciones de 

mconstteuctcnancac será de cuarenta y cinco días naturales 

siguientes a la fecha de publicación de la norma impugnada 

en el medio oficial ccrrespcoerente"; 

Atento dichc numeral, el término para el ejercicio de la acción 

de inconstttucronaudao se computa a partir del día siguiente a aquél 

en Que se publicó la norma impugnada y en el caso justiciable el 

Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, se publicó en la 

Gaceta Municipal de Toluca, el día ctnco de febrera de dos mil 

nueve, publicación que con fundamento en el artículo 31 fracción 
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XXXVI de la Ley Orgánica Municipal es el órgano oficial de difusión 

del Ayuntamtento. 

Considerando esta fecha, el primer día del plazo para efectos 

del cómputo respectivo fue el seis de febrero de dos mil nueve, y 

por ello el plazo de cuarenta y cinco días naturales para su 

Impugnación concluyó el veintidós de marzo del mismo año. 

La demanda del Comisionado de los Derechos Humanos del 

Estado de México, Licenciado JAIME ALMAZÁN DELGADO, se 

presentó en la Oficialía de Partes Común de las Salas Civiles y 

Penales Región reluce del Trihunal Superior de Justicia del Estado 

de México el día oreorweve de marz~ dos mil nueve, resultando 

esta fecha el cuadragésimo seg\.~ día del ~encionado termino, 

por lo que debe considerar~ que la aceren en estudio fue 

interpuesta en el plazo le,Qrevisto en el citado artículo 52 de la 

Ley Reglamentaria del «!'CUIO 88 Bis de la Constitución Política del 

Estado y Libre y SObrno de México. 

TERCERo.~n fundamento en el artículo 50 de la Ley 

Reglamentari~el Artículo 88 Bis, de la Constitución del Estado 

Libre y sMrano de México en cita, se procede a analizar la 

legitimat'n del orornovente de la acción interpuesta, por ser una 

condición necesaria para su ejercicio. 

El artículo 88 Bis de la Constitución del Estado Libre y 

Soberano de México, establece quiénes son los sujetos legitimados 

, para promover una acción de mconsocuctoneuoac. ~: prevé que son: 

1. El Gobernador del Estado; 

2. Cuando menos el equivalente al treinta y tres por ciento de 

los miembros de la Legislatura, 

3. El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes 

de un Avuntermento del Estado, 



4. El Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de 

reéxrco. en materia de derechos humanos. 

Del contexto de dicho precepto se colige quiénes en forma 

ümtteuva están facultados para promover este medio de control 

constitucional estatal. 

Sin embargo, no todos los sujetos legitimados para promover 
i 

la acción de rnconsmucronaudad pueden instaurarla contra 

determinada ley, sino que su legitimación depende del ámbito de la 

norma que se pretende impugnar, por ende la impugnación de 

leyes, recrementos estatales o municipales. bandos municipales o 

decretos de carácter cenerer, en cualquier materia la pueden 

interponer el Gobernador del Estado, cuando menos el equivalente 

al tretnta y tres por ciento de los miembros de ta Legislatura y el 

equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de un 

Ayuntamiento del Estado. 

En cambio, el Comisionado de Derechos Humanos del Estado 

de México, sólo puede instaurar acción de tnconstrtuctonandad si se 

trata de leyes que vulneren la constrtuoén.sotttrca del Estado Libre 

y Soberano de México, en materia de derechos humanos. 

Ahora bien, atento los razonamientos expuestos y a efecto de 

determinar si el Comisionado de los Derechos Humanos del Estado 

de México, está legitimado para promover [a presente acción de 

tnconstrtucroneüüad, se hacen las siguientes precisiones: 

El artículo 102 apartado B de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, establece que el Congreso de la Unión y , 

las legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de sus 

respectivas ccmceteocras. establecerán organismos de protección 

de los derechos o.rmanos que ampara el orden jurídico mexicano. 
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En apego a este imperativo la Constitución del Estado Libre y 

Soberano de México en el artículo 16, dispuso que la Legislatura del 

Estado debía establecer un organismo autónomo para la protección 

de los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, y 

en cumplimiento a ello el veinte de octubre de mil novecientos 

noventa y dos, se publicó en la Gaceta del Gobierno de esta entidad 

la "Ley que crea la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

México", y a su entrada en vigor inició funciones dicho organismo 

público autónomo de carácter permanente, con personalidad 

jurkttca y patrimonio propio, denominado Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de México. ~ 

De los artículos 8 fracció~~ fracción 1 y 16 de la Ley en 

cita, se advierte que la Comjsi~de Derechos Humanos del Estado 

de México, estará constit,rJpor el Comisionado de los Derechos 

Humanos, el secretartJlos Visitadores Generales, los Visitadores 

Adjuntos que sean nrsarios y por el personal prufesional, técnico 

y administrativo~esario para la realización de sus funciones. 

A su '"' reguló que para el mejor desempeño de sus 

responsabiCGdes la Comisión de Derechos Humanos contará con 

un con!:o, y lo presidirá el Comisionado de los Derechos 

Humanos, el cual será designado por la Legislatu'ra del Estado de 

México. 

Con fundamento en el articulo 28 fracción I de la Ley que crea 

la Comisión de Derechos Humanos del estaco de MéXiCO, el 

Comisionado ejerce la representadón de este organismo público. 

En consecuencia, si de autos se advierte que la aceren de 

rnconstrtuctcnauoac la instauró el Licenciado JAIME ALMAZAN 

DELGADO, en su carácter de Comisionado de los Derechos 

Humanos del Estado de México, representación qtie acreditó con la 
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designación de d'cho cargo como autoridad ejecutiva responsable 

de dicho organismo que en su favor realizó la legislatura del Estado 

de México, publicada en el periódico oficial de dicha entidad "Gaceta 

del Gobierno", numero ochenta y cinco, de fecha veintiocho de 

octubre de dos mil cinco, se colige que el Licenciado JAIME 

ALMAZÁN DELGADO, con la representación que acreditó está 

legitimado en fa presente acción de inconstitucionalidad para 

nnoucnar el artículo 74 fracciones I, II, IJI, VI.y VII del Bando de 

Gobierno del Nunlclplu de Toluca 2009 así como de sus respectivas 

sanciones previstas en el último párrafo del artículo y ordenamiento 

citado y al efecto se procede a analizar si la acción de 

rnconstttuclonaudao se Instauró por vulnerar derechos humanos. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, y la 

Dedaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, de 

observa~cja obligatoria atento lo dispuesto por el artículos 133 de 
, 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, si bien 

no los definen, Si hacen reterenoa a enes como derechos 

susceptibles de ser protegidos. 

Así este órgano de control constitucional analiza las 

definiciones expuestas por el Comtstonedo de los Derechos 

Humanos del Estado de México, para el efecto de concluir si la 

norma Impuqnada los vulnera y al efecto se transcribe la siguiente: 

"Se entiende el conjunto de facultades, prerrogativas y libertades, 

que corresponden al hombre por el simple hecho de su existencia; 

que tienen como fnalidad salvaguardar la igualdad y la dignidad de 

la persona humana considerada individual o colectivamente; 

constituyendo un conjunto de deberes y obligaciones, tanto para el 

Estado, como para \0., demás rnrnvtouos que deben ser 
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garantizados por el orden jurídico nacional e internacional, para la 

conservación de la paz social y la consolidación de la democracia.", 

cuya fuente se cita como de Miguel Ángel ccnereres Nieto, en la 

obra denominada "El derecho al desarrollo como derecho humano", 

primera edición, página siete, Editorial México. 

En esta perspectrva. se infiere que entre los derechos 

trascendentales están el derecho a la vtda. a la integridad personal, 

a la libertad personal, a las garantías judiciales, entre otros. 

La Corwenclón Americana de Derechos Hornenos, respecto al 

derecho a la libertad personal establece: 

"1 Toda persona tiene derechJ;la libertad ya la seguridad 

personales. ~ 
2. Nadie puede ser Pril/a~de su libertad física, salve por las 

causas y en las cond~aes fijadas de antemano por las 

Constituciones POlíticaúe los Estados Partes o por las leyes 

dictadas conforme a ~s. 

3. Nadie ~e ser sometido a detención o encarcelamiento 

arbitrarios. t\ 
4. T~ persona detenida o retenida debe ser informada de 

las razo%: de su detención y notificada, sin demora, del cargo o 

cargos formulados contra ella. 

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin 

demora, ante un juez u otro tvncronarto autorizado por la ley para 

ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro 

de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de 

que continúe el nrcceso. Su libertad podrá estar condicionada a 

garantías que aseguren su comparecencta en el jUiC·lll. 

6, Toda persona prtveoe de libertad tiene derecho a recurrir 

ante un Juez o tribunal competente, a fin de que este decida, sin 

57
 



demora, sobre rauecanoao de su arresto o detención y ordene su 

libertad si el arresto o la detención fueran ueqates. En los Estados , 

Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera 

amenazada de se: privada de su libertad tiene derecho a recurrir a 

un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la 

legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni 

abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra 

persona. 

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita 

los mandatos de autoridad judicial competente dictados por 

tncumpúrnlentcs de deberes alimentarios." 

En consecuencia, si toda persona tiene derecho a no ser 

privada de su libertad física, salvo por las causas y taxativas 

establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y a su vez en los artículos de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de México, v et promovente de la acción de 

tnconstttuoonaudad expone que la norma impugnada es 

transgresora del imperativo constitucional 124 del Estado Libre y 

Soberano de México, porque su aplicación faculta a las autoridades, 

municipales a presentar ante el oficial conciliador y calificador a las 
, 

personas que sean detenidas en flagrancia, lo cual conlleva a 

estimar que los hechos, Circunstancias y preceptos en que se fundó 

la acción de rncor-stttucrooauoeo en estudio, sí constituyen violación, 

a los derechos humanos de los gobernados. 

Se afirma lo anterior porque la tutela de la regularidad 

constitucional que se vincula con la legislación que se deriva del 

artículo 50 fracción IV de la Ley Reglamentaria del Artículo 88 8is 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 
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no debe interpretarse restrictivamente respecto a que solamente 

podrie impugnar el Comisionado de los Derechos, Humanos del 

Estado de MéxiCO, normas que regularan directamente oerecxos 

U'TADODE MfOCICO humanos sino extensivamente a todo contenido normativo estatal o 

municipal Que limitaran derechos humanos, por tanto si el 

argumento principal de la lmpuqnarjón mediante la acción de 

mconstrtucronattdeo versa respecto a esta última hipótesis, resulta 

claro que sí existe legitimadón en la causa. 

CUARTO. De acuerdo a lo dispuesto por lOS articules 31 

fracción JI Y 51 de la Ley Reglamentaria del Artículo 88 Bis de la 

Constírucién política del Estado y 1I~ Y Soberano de México, se 

efectúa el estudro de las ~sales de improcedencia y 

sobreseimiento Que el presidente Nuntcipat delopusler~ 
Ayuntamiento de Toluce, {:,Onciado Rodolfo Séncoez Gómez y el 

Ayuntamiento de TOlth por conducto de la Primer Síndico, 

Licenciada Letrera sarro userreroe Gordillo, en sendos escritos por 

ser cuestiones d~den público y estudio preferente. 

La cauÁ de improcedencia que opusieron el órgano que 

expidió y Yque promulgó y diFundió la disposición general 

impUgnJ: la Fundaron en el artículo 40 Fracción VIII de la Ley 

Reglamentaria del artículo 88 Bis de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de México, es improcedente porque atento 

los razonamientos expuestos al analizar la legitimación del 

Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de México, la 

presente acción de roconstttuconaudeo sí se relaciona con los 

derechos humanos, por \0 Que dicho Comisionado demostró su 

interés jurirítcc para instaurarla. 

La causal de improcedencia que fundaron las mismas partes 

en el artículo 40 fracción X de Ley Reglamentaria del artículo B8 Bis 
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de la Ccnstuuoón Política del Estado Ubre y Soberano de MéxiCO, 

es improcedente porque no obstante que el Comisionado de los 

Derechos Humanos de esta entidad, estime que 'as Infracciones 

establecidas en el artículo 74 fracciones 1, H, Hl, VI Y VII del Bando 

de Gobierno del Municipio de 'rotuca 2009, así como de sus 

respectivas sanciones previstas en el último párrafo del artícuto y 

ordenamiento citado, infringen los artículos 14, 16 Y 21 de la 

Constitución Política de 105 Estados Unidos Mexicanos, y que por 

ello este órgano de control constitucional resultara incompetente 

para su conocimiento y resolución, este argumento fue analizado en 
I , 

el primer constderenco de este fallo, estimando la incompetencia de 

esta sala para su estudio, no obstante no pasa desapercibido que 

dicho comisionado de 105 Derechos Humanos del Estado de México, 
,1 

también invocó esos preceptos constitucionales pero sólo con el 

carácter de protectores de garantías individuales en los que adujo 

se subsumen los: derechos humanos, sin embargo también citó los 

articulas 5 párrafo primero, 81 y 86 de 'a Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de México, resaltando su violación por la 

norma impugnada, por lo que atento la facultad otorgada en el 

articulo 63 de la Ley Reglamentaria del articulo 88 Bis de la 

Constitución Política del Estado y Libre y Soberano de México, los 

integrantes de esta Sala Constttuctonat están obligados a examinar 

en su conjunto los razonamientos en los que se fundó la 

impugnación del artículo 74 fracciones 1, n, III, VI Y VI! del Bando 

de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, así como de sus 

respectivas sanciones previstas en el último párrafo del articulo y 

ordenamiento citado, causa por la cual el estudio y resolución de la 

acción de inconstitucionalidad se debe restringir a las violaciones a 

la Constitución Política de esta entidad y estimar la cita de 
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preceptos del imperativo constitucional federal, como sustento 

jurídico del presente fallo, por lo que es Infundada la causal de 

improcedencia en la que el Presidente Municipal y la Primer Síndico, 

ambos del Ayuntamiento de 'reluce fundaron la incompetencia de la 

Sala COnstitucional, ya que su actuación se restringe a analizar la 

inccnsutucrcnesdeo de la norma impugnada respecto a la 

Constitución Política del Estado Libre y So~erano de México, con 

fundamento en el artículo 88 Bis, fracción III de la Constitución 

política del Estado Libre y Soberano de México. 

En otro contexto, las causales de sobreseimiento que el 

Presidente Municipal y la Primer Sin~, ambos del Ayuntamiento 

de romea fundaron en el artí~~41 fracciones 1 y II de Ley 

Reglamentaria del artículo 88 B'ltde la Constitución del Estado Libre 

y Soberano de México, \~establecen respectivamente que el 

sobreseimiento de la a~n de tnccnsutuccnenoeo procede cuando 

la parte actora se der:a expresamente de la demanda interpuesta 

en contra de ac~ de alguna autoridad, sin que en ningún caso 

pueda hacerl~ratándose de disposiciones generales y ruando 

durante el Mio apareciere ° sobreviniere alguna de las causales de 

improce~cia a que se refiere el artículo anterior, son infundadas. 

Se afirma lo anterior porque en el procedimiento en que se 

actúa, no se advierte que el promovente. Comisionado de los 

Derechos Humanos del Estado de México, se neva desistido de la 

acción, por lo que no se actualizó ta causal de sobreseimiento 

fundada en el artículo 41 fracción l de Ley Reglamentaria del 

artícu¡o 88 Bis de la Constitución del Estado Libre y Soberano de 

México. 

Respecto a la causal de sobresenntento fundada en el artículo 

41 fracción Ir de la misma ley, también es infundada, ya que si bien 
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el Presidente Nurriclpal del Ayuntamiento de Toluca, Licenciado , 
Rodolfo Sánchez Gómez y el Ayuntamiento de Toluca, por conducto 

I 
de la Primer Síndico, Licenciada Letrera Socorro use-raree Gordillo, 

, 
al rendir sus informes en la presente acción de inconstitucionalidad 

en fecha vetnütrés de abrH de dos mil nueve, solicitaron en el 

quinto punto petitorio que: "Se tenga por anunciada la probable 

reforma a las mencionadas fracciones 1, U, III, VI Y VII del artículo 

74 del Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, ya que a la 

fecha se encuentra para dictamen de la Comisión Edilicia de , 

Actualizlción de la Reglamentación Municipal, la nueva redacción de 

las mismas, lo que de aprobarse por el cabildo daría lugar a la 

improcedencia y sobreseimiento del presente asunto en términos de 

lo dispuesto por los artículos 40 fracción V, 41 fracción JI y 59 de la 

Ley de la materia,", dichas autoridades municipales no demostraron 

que hayan cesado los efectos de la norma general impugnada, por 

ello no se actualiza la causal que se estudia. 

Conclusión a la que se arriba no obstante que"de los informes 

que rindieron el Presidente Municipal del Ayuntamiento de reluce, 

Licenciado Rodolfo Sánchez Gómez y el Ayuntamiento de Toluca, 

por cOT~ducto de la Primer Sindico, Licenciada teucra Socorro 

Userralde Gordillo, no se advierta que la hayan incluido en los 

capítulos cencmtnecos: "CAUSALES DE SOBRESEIMIENTO", Sin 

embargo la manifestaron en el quinto petitorio de dichos informes, 

"por lo que COI1 fundamento en el artículo 63 de la Ley 

Reglamentaria del Artículo BB Bis de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de México, se deben examinar en su 

conjunto los razonamientos de las partes a fin de resolver la acción 

de tnccnsutuctcneuceo. 
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En adición debe decirse que esta causal de sobreseimiento es 

infundada, porque en la acción de tnconsntucrcnenoeo en estudio, 

no se actualizó alguna de las causales de improcedencia que 

opusieron el Presidente Municipal del Avuntamlento de Tolura, 

Licenciado Rodolfo Sánchez Gómez y el Ayuntamiento de Toruca. 

por conducto de la Primer Síndico, Licenciada t.encta Socorro 

userretoe Gordillo atento los razonamientos expuestos al inicio de 

este considerando. 

QUINTO. En relación a los conceptos de invalidez respecto a 

la violación de la norma lmpucnece a 1" Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de México y 'éteyes locales, expuestos por 

el Comisionado de los oerect{f¡ Humanos de esta entidad, 

Licenciado JAIME ALMAlAN D~GADO, se estiman fundados de 

acuerdo a las siguientes c,Oeraciones jurídicas; 

los artículos 40 €J 115 de la Constttucíón Política de los 

Estados Unidos Mexiros, prevén: 

"Artículo 4VS voluntad del pueblo mexicano constttutrse en 

una RepÚblieÁpresentativa, democrática, federa!', compuesta de 

Estados IibQ y soberanos en todo lo concerniente a su régimen 

uuertcr: tero unidos en una federación establecida según los 

principios de esta ley fundamental." 

"Artículo 11S. los Estados adoptarán. para su régimen 

interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, 

- teniendo como base de su división territorial y de su organización 

política y administrativa, el Municipio Libre, conforme a las bases 

siguientes; 

1 

II. Los Municipios estarán investidos de oersonenoec jurídica 

y manejarán su patrimonio conforme a la ley. 
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Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de 

acuerdo con tas leyes en materia municipal que deberán expedir las 

legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los 

reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de 

observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que 
I 

organicen la administración pública municipal, regulen las materias, 

procedimientos, tunctones y servicios públicos de su competencia y 

aseguren la participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será 

establecer: 

a) Las bases generales de la administración pública municipal 

y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de 
, 

lrnpuqnectón y los órganos para dirimir las controversias entre 
I 

dicha administración y los particulares, con sujeción a los principiOS 

de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad; 

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras 

partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar 

resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para 

celebrar actos o convenios que comprometan ai Municipio por un 

plazo mayor al período del Ayuntamiento; 

e) Las normas de aplicación general para celebrar los 

convenios a que se refieren tanto las fracciones III y lV de este 

artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 

de esta Constituci/ín; 

d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal 

asuma una función o servicio municipal cuando, al no existir el 

convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el 

MunicipiO de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o 

prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del 
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ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos 

terceras partes de sus Integrantes; y 

e) Las disposiciones aplicables en aquellos Municipios que no 

cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes, 

Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan 

los procedimientos mediante los cuales se resolverán los cooñíctos 

que se presenten entre los Municipios y el gobierno del Estado, o 

entre aquellos, con motivo de los actos derivados de los incisos e) y 

d) anteriores; ..." 

A su vez, los articulos 34, 61, 112, 113, 123 Y 124 de la 

Constitución Política del Estado Li~ y Soberano de México, 

establecen: ~ 
"Artículo 34. El Poder PÚ~o del Estado de México se divide 

para su ejercido en Leg¡SI"O, Ejecutivo y JUdiCial~ 
"Artículo 61. Son E,1ultades y obligaciones de la Legislatura: 

I. Expedir leyernecretos o acuerdos para el régimen interior 

del Estado, en t~ los ramos de la administración del gobierno; ..." 

"Artícul~12. La base de la división territorial y de la 

OrganiZaCi~política y administrativa del Estado, es el municipio 

libre. Lt" facultades que la Constitución de la Repúbtrca y el 

presente ordenamiento otorgan al gobierno municipal se ejercerá 

por el ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad 

intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. 

Los municipios del Estado, su cenorntnactón y la de sus 

cabeceras, serán los que señale la ley de la materia." 

"Artículo 113. Cada municipio será qobemadc por un 

ayuntamiento con la competencia que le otorga la Constitución 

política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente Constitución y 

las reyes QUE oe Ellas emanen." 
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, 
"Attículo 123. Los ayuntamientos, en el ámbito de su 

competencia, desempeñarán facultades normativas, para el 

régimen de qohterno y administración del Municipio, así como 

funciones de tnepecctón, concernientes al cumplimiento de las 

disposiciones de observancia general aplicables." 
I 

"Articulo 124. LOS ayuntamientos expedirán el Bando 

Municipal, que será promulgado y publicado el S de febrero de cada 

año; los reglamentos; y todas las normas necesarias para su 

organización y funcionamlento, conforme a las previsiones de la 

Constitución Genéral de la República, de la presente Constitución, 

de la Ley Orgánica Municipal y demás ordenamientos aplicables. 

En caso de no promulgarse un nuevo bando municipal el día 

señalado, se publicará y observará el inmediato antencr." 
I 

Por su parte, el artículo 31 de la Ley Orgánica Municipal, 

estebrece: 

"Artículo 31.- Son atribuciones de los ayuntamientos: 

1. Expedir y reformar el Bando Munkip~r, asi como los 

reglamentos, circulares y disposiciones admtntstratlvas de 

observancia qene-al dentro del territorio del municipio, que sean 
, , 

necesarios para su orqanizaclón, prestación de los servicios públicos, 

y, en general, para el cumplimiento de sus atribuciones; ..." 

Bajo este marta legal de las disposiciones transcritas, se 

colige que la Federación está constituida en Estados libres y 

soberanos y el poder público se divide para su ejercicio en 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y el Estado Libre y Soberano de 
, 

México,' por conducto del Constituyente Estatal determinó que el 

poder público del Estado de México, también se divide para su 

ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial y estableció como base 

de su división territorial a los municipios. 
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Las facultades del poder Legislativo estatal en materia penal 

están previstas en el articulo 61 fracción I de 121 Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de México. 

Ahora bien, 121 Constitución Federal as¡ como la Estatal, en los 

artículos 115 fracción X y 112, respectivamente, establecen que los 

municipios serán gobernados por un ayuntamiento y que éste entre 

sus facultades regula la de aprobar su Bando de Gobierno Municipal 

de acuerdo a lOS preceptos de 121 Constitución General de la 

República, de la Constitución local, de 121 Ley Orgánica Municipal y 

demás ordenamientos ecucebtes. 

En esta tesitura, es indudable q~ el Ayuntamiento de 'rotuca, 

est rnvesudo COO"I,"'IO",lm~~e facultades P'" expedir el 

Bando de Gobierno Municipal, n obstante 211 hacerlo debió acatar lo 

preceptuado en la cons~ón Política de los tEstados Unidos 

Mexicanos, la constitu'ér política del Estado Libre y Soberano de 

México, el Código T"al del Estado de México, la Ley Orgánica 

Municipal, la Le~án\ca- de la Procuraduría General de Justicia del 

Estado de ~co, la Ley de Seguridad PUbIiC] Preventiva del 

Estado de ClXiCO, el Código Reglamentario del Municipio de "rotuce 

y demr ordenamientos aplicables, atento los razonamientos 

expuestos en el párrafo precedente. 

Aplica en apoyo a la anterior consideración la jurisprudencia 

del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

. en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XV, Enero de 

2002, Novena época, tesis: P./). 132/2001, página 1041, del tenor 

siguiente: 

"FACULTAD REGLAMENTARIA MUNICIPAL. sus 

LÍMITES. Si bien es cierto que de conformidad con el articulo 

115, fracción U, segundo párrafo, de la Constitución Política 



de los Estados 'Unidos Mexicanos, los Ayuntamientos están 

facultados pal'"a expedir, de acuerdo con las bases que 

deberán establecer las Legislaturas de los Estados, los 

bandos de policía y buen gobierno, los reglamentos, 

circulares y disposiciones administrativas de observancia 
, 

general dentro de sus respectivas jurisdicciones, tambi~n lo 

es que dichos órganos, en ejercicio de su facultad 

regulatoria, deben respetar ciertos imperativos, pues las 

referidas normas de carácter general: 1) No pueden estar en 

oposición a la Constitución General ni a las de los Estados, 

así como tampoco a las leyes federales o locales; 2) En todo 

caso, deben adecuarse a las bases normativas que emitan 

las Legislatura~ de los Estados; y, 3) Deben versar sobre 

materias O servicios que le correspondan legal o , 
,

constitucionalmoente a los Municipios," 

En efecto, Si la función iectstenve del Estado en materia penal 

ha sido reservaca constitucionalmente al Poder Leqlstatlvü, con 
, 

fundamento ene! artículo 61 fracción 1 de la Constitución pcñtlca 

del Estado Ubre y Soberano de México, es indudable Que el 

Ayuntamiento de "rcluca carece de facultades para reglamentar
! 

conductas que son consntutrvas de deUto, toda vez que ello infringe 

la tnvtstón de poderes al invadir la esfera competencial del poder 

legislauve, en uso de una facultad reglamentaria que no es 

ilimitada y que no está regulada para su ejercido en el ámbito de 

su competencia, lo cual incide en los derechos humanos de 

seguridad y justicia que se reflejan en el principio de legalidad que 

tienen los cobemaoos. 

Lo anterior se afirma atento que en el Diccionario Jurídico 

General de garae! Martínez Morales, Editorial Jure Editores, 
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Sociedad Anónima de Capital Variable, Edición 200~, páginas 751 y 

752, se advierte la cita que el jurista Miguel Larr: Duret, expuso 

respecto al principio de legalidad, la que es del terror siguiente:, 
"La consecuencia inmediata que se deriva de supremacía de 

la constitución es el principio de legalidad. Conforme al derecho 

público contemporáneo, en los gobiernos democráticos que rigen 

actualmente en casi todos los pueblos de Europa y de América, la 

conquista más trascendental y efectiva en beneñcro de los 

gobernados es la consagración del principio de legalidad, es decir la 

existencia de un orden jurídico creado y organizado por la 

constitución. En virtud de él disfrutar€ie seguridades y garantías 

los habitantes de cada país, ya {tque se consignen en favor de 

ellos derechos considerados cO~fundamentales y no sujetos a las 

modificaciones constantes~O producen el capricho o la voluntad 

de los agentes del 90bitp -parlamentos o funcionarios ejecutivos­

o ya sea por medi~e las limitaciones que la ley suprema ha 

establecido en la~mpetencias políticas y Constitucionales de cada 

uno de 105 ó'nos del Estado. Todo ello se traduce en un bien 

social cOlec"o por la supresión del despotismo." 

EntmPlimiento a este principio de legalidad,' relacionado con 

el de supremacía constitucional previsto en el articulo 133 de la 

Constitución Política de 105 Estados Unidos reexfceaos y 137 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano' de México, las 
ii 

'autoridades del Estado de MéXiCO, deben normar su actuación a 

dichos preceptos constitucionales, porque son estos los que crean 

105 órganos del poder público y delimitan sus competencias. 

En este orden circunstancial, en nuestra Entidad Federativa, 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 

estatuye el límite de las leyes Y reglamentos que emitan los 
i 



poderes de gobierno, por ende para que se estime que éstas 

cumplen con el principio de legalidad requieren ser congruentes con 

las leyes de mayor jerarquía. 

En el mismo contexto, el jurista Ignacio Burgoa, en su obra 

titulada "Les cererures individuales", Editorial porrúa, Sociedad , . 
Anónima, oéctna '393, define el principio de seguridad jurídica, en 

los siguientes términos: 

"Ese conjunto de modalidades jurídicas a que tiene que 

sujetarse un acto de cualquiera autoridad para producir 

válidamente desde un punto de vista jurídico la afectación en la 

esfera del gobernado a los diversos derechos de éste, y que se 

traduce en una sene de requisitos, condiciones, elementos, etc., es 

lo que constituye las garantías de seguridad jurídica. Estas 

implican, en consecuencte, el conjunto general de condiciones, 

eecutsttos , elementos o circunstancias previas a que debe sujetarse 

una cierta actividad estatal autorttarta para generar una afectación 

válida de diferente índole en la esfera del gobernado, integrada por 

el summum de sus derechos subjetivos.". 

En consecuencia de acuerdo a esta fuente informativa, el 

principio de seguridad jurídica implica el cumplimiento de 

condiciones, requisitos, elementos o circunstancias previas a que 

debe sujetarse la actividad de los órganos del Estado para que la 

afectación" los gobernados sea válida, y entre estas ccndícfones 

está el cumplimiento a 1<1 Constitución Federal, Estatal y a las Leyes 

del Estado de México. 

Bajo esta perspectiva jurtntca, es indudable que las fracciones 

J, I1, Hl , VI Y VII del artículo 74 del Bando de coorerro del 

Municipio de 'reluce 2009, así como sus respectlves sanciones, 

vulneran los derechos humanos previstos en los principios de 
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legalidad y seguridad jurídica porque infringe 1')5 artículos 61 

tracción 1, 113, 123 Y 124 de la Constitución política del Estado 

Ubre y Soberano de México, lo que implica violación a normas de 

mayor jerarquía, ya que el Ayuntamiento de Toluca omitió cumplir 

con la condición de legislar respecto a actos previstos en sus 

facultades. 

Lo anterior se afirma porque el artículo 74 rrecctones I, Ir, Il l, VI 

y VII, del Bando de Gobierno del Municipio (,1) 'toruca 2009, 

establece: 

"Son	 infracciones a las disposiciones sobre el orden público: 

I.	 Portar en vías o lugares pÚblf2;s dardos, navajas, puntas o 

cualquier objeto pellgr0s..{t;,ue pudiera poner en riesgo la 

seguridad de las perso~ o sus bienes; 

II.	 Causar mOlestia\() afectación manifiesta sobre las 

personas o ti bienes muebles, en vías públicas, 

mercados, radiOS, iglesias, plazas públicas o cualquier 

otro IUg~e uso.común. 

lII.	 DañÁehículoS automotores que se encuentren en vras 

p~cas o cualquier otro lugar de uso común; 

r 
VI.	 Agredir de palabra o de hecho a los servid eres públicos 

Municipales, en el ejercicio de sus funciones;, 

VII.	 Obligar a cualquier persona a la práctica de la mendicidad 

o de la prostitución.. .." 

La primera de las fracciones enunciadas reviste identidad con 

la tipificación del delito de conecten. tréñcc y acopio de armas 

prohibidas, porque en aquella se menciona como conducta igual a 

la que establece el delito de ocrtacón, tráñco y acccrc de armas , . . 
prohibidas, el instrumento que refiere el Bando del Gobierno 
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Municipal de Toluca 2009, son los dardos, navajas, puntas o 

cualquier otro objeto peligroso, y los artículos' 179 y lBO del 

Código Penal del Estado de México, refieren como armas prohibidas 

, 
(puñales, cuchillos, puntas) y otras que por sus características o 

circunstancias .cc
, 

pcrtactón puedan generar peligro, misma 
¡ I 

conducta que 'regula el Bando Municipal de Toluca 2009, al 

establecer "Que pudiera poner en riesgo". 

Asimismo, en ambos ordenamientos el objeto sobre el cual 

recae e'l daño o ,peligro en que se colocó es la seguridad de las 

personas o sus bienes y de la seguridad pública. 

La rreccrcn. II del artículo 74 del Bando de Gobierno del 

Municipio de 'toruca 2009, se refiere en términos genéricos a los 

delitos de lesiones y daño en los bienes que están previstos en los 

artículos 236 Y 309 del Código Penal del Estado de México, porque 

en éstos se tipifica la conducta de causar afectación, con la 

diferencia de que este último ordenamiento define esta conducta 

como "la alteración que cause daños", y respecto ~I objeto sobre el 

cual recaen ambos ordenamientos, coinciden al determinar que son 
I 

las personas. 

A su vet dicha fracción JI de la norma impugnada prevé 

causar afectación, en el Código Penal del Estado de México, esta 

figura está prevista como la acción de dañar, destruir o deteriorar, 

y el objeto en el primero de esos ordenamientos son los bienes 

muebles y en el secundo se denomina un bien ajeno o propio. 

La fracción IJI del articulo referido, se adecua al delito de 

daño en los brene-s sólo que en el Bando de Goblerno del Municipio 

de rofuca 2009, se especifica que la conducta es "dañar" y el 

articulo 309 del Código Penal del Estado de México, refiere con 

mayor amplitud di establecer "Dañe, destruya o deteriore", y los 

r:
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objetos en el Bando Municipal de reluce 2009 son los vehículos 

automotores y en el Código Sustantivo Penal de esta entidad es un 

bien ajeno o propio, por lo que los vehículos automotores están 

incluidos en esta definición, 

La fracción VI del artículo 74 del Bando de Gobierno del 

Municipio de 'rotuca 2009, actualiza la hipótesis prevista en el 

artículo 126 del Código Penal del Estado de México, que preve el 

delito de ultrajes porque ambos consideran COInO conducta la 

ofensa a los servidores públicos municipales en el ejercicio de sus 

funciones, siendo la única diferencia entre ambas legislaciones que 

el Código Penal de esta entidad p~ge a todo! los servidores 

públicos estatales y mUnlClpal\:~ la prevista IOn el Bando de 

Gobierno del MUniCipiO de To1U~2009, sólo tutela 'a los servidores 

públicos de dicho muniCiPi\O , 
Finalmente la infréión prevista en la fracción VII del artículo 

referido en el párra~recedente tiene identidad con el delito de 

trata de person~revisto en el artículo 26B Bis del Código Penal 

del Estado de4xico, porque en ambos numerales la conducta es la 

coacción ÚJna persona para someterla a la 'prostitución, en 

consecut:ia si la diferencia de la infracción prevista en el Bando 

de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, con el delito de trata de 

personas es que éste prevé con mayor amplitud la forma de 

explotación de una persona, ya que establece que puede ser la 

. prostitución ajena o la mendicidad ajena, es indudable que la 

conducta prevista en el Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 

2009, actualiza una de las hipótesis previstas en el Código Penal del 

Estado de México, por lo que existe entre ambos preceptos 

identidad. 
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En consecuencia, con fundamento en el articulo 123 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 105 

ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, desempeñarán , 

facultades normativas para el régimen de gobierno y administración 

del Municipio. no obstante estas facultades no son ilimitadas, por lo 

que es indudable que al existir otsoosictones legales en el Código 

Penal del Estado de México, que sancionan las conductas referidas 

en el Bando de Gobierno del Municipio de 'rotuca 2009, el 
I 

Ayuntamiento carecía de facultades para ejercer su facultad 

legislativa tr acuctda en tipificar y sancionar conductas, 

reglamentadas corno delitos. 

En adición a lo expuesto el Ayuntamiento de Toruca, está 

obligado a desempeñar funciones de inspección, concernientes al 

cumplimiento de las disposiciones de observancia general 

aplicables, naturaleza que reviste el Código Penal del Estado de 

MéXiCO, causa por la cual debió abstenerse de reglamentar 

conductas previstas en dicho Código. 

Además, el contenido del articulo 74 fracciones J, II, Ill, VI Y 

VII del Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, puede 

afectar en forma sustancial derechos constitucionalmente 

protegidos de 105 gobernados, los que no pueden ser materia de 

afectación por un reglamento autónomo de buen gobierno, ya que 

éste debe limitarse a emitir disposiciones sobre cuestiones 

secundarias que no restrinjan esos derechos objeto de la protección 

constitucional, 

Ilustra esta consideración la jurisprudencia del Tribunal 

Colegiado del Décimo Sexto Circuito, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación IV, Segunda Parte-2, Julio a Diciembre de 

1989, tesis: XVI. J/6, página 651, del rubro y texto siguientes: 
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"REGLAMENTOS MUNICIPALES. NO PUEDEN AFECTAR 

DERECHOS CONSTITUCIONALES DE LOS GOBERNADOS. Es 

indispensable señalar que el artículo 115 constitucional 

instituye el Municipio Libre, con personalidad jurídica propia, 

y que puede, de acuerdo con la fracción 11 de este numeral, 

expedir con las bases normativas que deberán establecer las 

legislaturas de 105 estados, 10$ bandos de policía y buen 

gobierno y los .-eglamentos, circulares y disposiciones 

administrativas de observancia general dentro de sus 

respectivas jurisdicciones. Ahora bien, en nuestro tradicional 

orden jurídico político, se recono~uelos Ayuntamientos al 

expedir bandos, ordenanzas ~eglamentos, por contener 

disposiciones de carácter a~tracto y generill, obligatorias 

para los habitantes d\UuniciPio. son leyes en sentido 

material. En este or~ de ideas, se admite I~I existencia de 

ciertos reglamentor-utónomos, en materia de policía y buen 

gobierno, CUya~damentac¡ónse consagra e~ el artículo 21 

de nuestrat\:arta Magna y que las relarmas al 115 

constituciCral1 en la fracción 11 hacen deducir que el 

legiSladt': le otorga al Ayuntamiento la facultad de expedir 

verdaderas leyes, en sentido material, sin embargo, se hace 

necesario distinguir cuál es la materia o alcance de estos 

reglamentos autónomos, para diferenciarlos de 105 que no 

pueden expedirse sin la ley a reglamentar, porque 

implicarían el uso de facultades legislativas. Al respecto, 

'este tribunal considera que cuando el contenido de la 

reglamentación puede afectar en forma sustancial derechos 

constitucionalmente protegidos de los gobernados, como 

son, por ejemplo: la libertad de trabajo, o de comercio, o a 

75
 



su vida, libertad, propiedades. posesiones, familia, domicílio 

(artículos 14 ~ 16), etc. , esas cuestiones no pueden ser 

materia de afectación por un reglamento autónomo, sin le~ 

regular, pues se estarian ejerciendo facultades legislativas 

reuniendo dos J)oderes en uno. Por otra parte, la materia del 

reglamento sí puede dar lugillf a un mero reglamento 

autónomo de buen gobierno, cuando no regula ni afecta en 

forma sustancial 105 derechos antes señalados, sino que se 

limita a dar disposiciones sobre cuestiones secundarias que 

no las vienen a coartar." 

En la misma tesitura el artículo 74 fracciones 1, JI, IIr, VI Y 

vn del Bando de Gobierno del Municipio de 'roluca 2009, vulnera el 

artículo 81 de la Constitución Política del Estado Ubre y Soberano 

de México, porque éste prevé: 

"Articulo ai. Corresponde al Mínisterio Público la Investigación , 
y persecución de los delitos y el ejercrco de la acción penal. 

La policía jl'~dic:ial estará bajo la autoridad y mando inmediato 

del Ministerio Público." 

De este artículo se infiere que la investigación de los delitos 

compete exclusivamente al Ministerio Público, y ello hace indudable 

que si en el Municipio de 'rctuca, una persona en flagrancia infringe 

el articulo 74 fracciones 1, U, III, VI Y VIl del Bando de Gobierno 

del Municipio de 'rotuca 2009, que están previstas como delitos en 

el Código Penal del Estado de México, los polidas municipales 

estarán obligados de acuerdo a esta disposición en la hipótesis que 

se actualice a remitir al infractor al Oficial Conciliador, violando con, 

ello el articulo 81 de la Constitución cotítrca del Estado Ubre y 

Soberano de México, que prevé que compete al Ministerio Público 

investigar y persequtr los delitos. 
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En efecto, el articulo 86 de la Constitución Pe lítica del Estado 

Libre y Soberano de Néxlco, establece: 

"El Ministerio Público y la Policía Judicial podrán solicitar la 

colaboración de los cuerpos de seguridad pública del Estado y de 

los municipios en la persecución de los dentas ...." 

De lo anterior se colige que los cuerpos de seguridad del 

municipio de 'toruca deben colaborar con el Ministerio Público y con 

la Policía Judicial a solicitud de éstos en la persecución de delitos, 

por ende la eottcactón del articulo 74 fracciones I, n, Ill, VI y VII 

del Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, es vrolatona 

de la Constitución Política del Estad~bre y Soberano de México, 

ante la falta de facultades par\~sentar a un detenido ante el 

oficial conciliador y calificador y~te el Ministerio Publico, 

La norma impugna\.Qmbién transgrede las disposiciones 

establecidas en los artí&s 141 fracción I y 142 párrafos primero, 
, 

segundo y tercero df*=Ódi90 de Procedimientos Penales del Estado 

de México, que ~blecen: 
"Articul'-41.- El Ministerio Público, bajo su responsabilidad, 

al praet¡caVdillgenciaS de averiguación previa, está obligado a 

procede%': la retención o, en su caso, detención material de los 

indiciados en un hecho posiblemente constitutivo de delito, sin 

necesidad de orden judicial, en los casos siguientes: 

I.	 En caso de flagrancia; o
 

"
 

"Artículo 142,- Existe flagrancia cuando la persona es 

detenida en el momento de estar cometiendo el hecho, o bien, 

cuando el indiciado es perseguido material, ininterrumpida e 

inmediatamente después de ejecutado. 



Se equipara a 121 existencia de flagrancia, cuando la persona 

es señalada como responsable por la víctima, algún testigo 

presencial de los hechos, o por quien hubiera participado con ella 

en su comisión; o se encuentre en su poder el objeto, instrumento 

o producto del dento, o bien, aparezcan huellas o lndicios Que 

hagan presumir fundadamente su participación en el hecho¡ 

siempre y cuando el mismo pueda ser constitutivo de delito grave, 

y no haya transcurrido un plazo de setenta y dos horas desde el 

momento de \21 comisión de los hechos probablemente delictivos. 

Cuando uno persona fuere detenida en flagrancia, deberá ser 

puesta sin demora a disposición del Ministerio Público; si no lo 

hubiere en el lugar, a la autoridad inmedtata, quien con la misma 

prontitud lo entregará al agente del Ministerio Público más próximo. 

" 

En estas disposiciones se requta la actuación que las 

avtortdaoes deben acatar en los casos de delito ñeqrante. es decir, 

deben proceder (1 ra Inmediata detención del inculpado y dejarlo 

inmediatamente a disposición del agente del Ministerio Público, 

titular exclusivo de la facultad de tnvestrqartón y persecución de los 

delitos. 

Por ello el ejercicio de las disposiciones del Bando de 

Gobierno del Municipio de 'reluce 2009. estarían facultando a los 

integrantes de la policía municipal a n-observar las disposiciones 

procesales mencionadas, que evidentemente son de mayor 

jerarquía. 

Por otro lado, la norma impugnada infringe el artículo 3.25 

fracción VI del Código Reglamentario del Municipio de Toluca, que 

establece la obligación del Director de Seguridad Publica MuniCipal 

de asegurar 21 aquellas personas sorprendidas en flagrante delito y 
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ponerlas inmediatamente a disposición del Ministerio Público, lo que 

origina que se estaría ante la tñsyuntlva relatada en el párrafo 

precedente, en perjuicio de los derechos humanos de libertad y 

seguridad jurídica de los gobernados. 

Ahora bien, los artículos 5 inciso b) fracciones I, n, X y XIn y 

21 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 

Estado de México, prevén: 

"Articulo 5.- Son facultades y obligaciones de la Procuraduría: 

b) Son obligaciones en ejercicio de Ministerio Público: 

I. Atender y recibir denuncias ~qUerellas sobre acciones u 

omisiones que puedan constttutr (filo, 
n. Investigar los delitos ~ orden común, cumetidos dentro 

del territorio del Estado, ~()Ia ayuda de los auxiliares a que se 

refiere el artículo 21 é? esta Ley, y otras autoridades, tanto 

eederafes como de larntidades federativas, en los términos de los 

convenios de cOI~raC¡Ón; 
t\ 

X. Re~ver el no ejercicio y desistimiento de la acción penal 

en los t:minos establecidos por el Código de Procedimientos 

Penales para el Estado de México; 

XIII. Ejercer la acción penal ante el órgano jurisdiccíonal 

, competente, cuando exista denuncia o querella, existan datos que 

acrediten el cuerpo del delito y hagan probable la responsabilidad 

de quien o quienes en él hubieren intervenido, solicitando las 

órdenes de aprehensión o de comparecencia, en su ceso: 

"Artículo 21. Son autoridades auxiliares del Ministerio Público: 

I. Los síndicos municipales: y 

79 



II, Los cuerpos de seguridad pública estatal y municipales." 

Bajo esta perspectiva jurídica se' colige que el Ministerio 

PúblicO, es ta autoridad competente para atender y recibir 

denuncias o querellas sobre accrones u omisiones Que puedan 

. ,
constituir deüto : e investigar tos delitos del orden común, 

determinar el ejercicio o no de la eccón penal y ejercer la secón 

penal ante el órgano jurisdiccional competente y Que las 

autoridades auxiliares de éste son los cuerpos de sequridad 

municipal, 

En consecuencia, la aplicación del articulo 74 fracciones 1, n, 

Ill, VI Y VII del Bando de Gobierno del Municipio de Tutuca 2009, 

infringiría dichas leyes locales al Impedir al Ministerio Publico 

investigar delitos y en su caso para determinar el ejercicio de la . , 

acción penal, ya que el infractor tenerte Que ser presentado ante el 

oficial conciliador y cettttcaoor del Ayuntamiento de Tcluca, lo Que 

además infringe' el artículo 48 fracción XVI de la Ley Orgánica , 

Municlpill, Que prevé Que el presidente municipal tiene la atribución 

de cumplir y 'hacer cumplir dentro de su competencia, las 

disposiciones contenidas en las reyes y reglamentos federales, 

esta tilles y muncroetes, ast como aplicar, a los infractores las 

sanciones correspondientes o remitirlos, en su caso, a las 

autoridades correspondientes. 

De igual manera la aplicación del artículo 74 fracciones 1, Il, 

IIl, VI Y VII del Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, 

infringe el arttcuto 150 fracción JI inciso a) de la Ley Orgánica 

Municipal, establece que los oficiales calificadores municipales están 

facultados para atender a los vecinos de su adscripción en los 

conflictos Que no sean constitutivos de delito, ni de la competencia 

de los órganos judiciales o de otras autoridades, en consecuencia, 
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si las conductas sancionadas por el Bando de Gobierno del 

Municipio de reluce 2009 están tipificadas en el Código Penal del 

Estado de México como constitutivas de delito, es Indudable que 

este es un impedimento para que los Oficiales calificadores del 

Ayuntamiento de rotuca apliquen la norma impug-nada, toda vez 

que estarían infringiendo el Código Penal del Estado de MéXiCO, y la 

Ley Orgánica Municipal, al atender conflictos cuyas conductas 

pueden ser constitutivas de delito. 

Asimismo el artículo 74 fracciones 1, U, UI, VI y VU del Bando 

de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, viole. ei artículo 19 

fracción V de la Ley de Segundad pú~a Preventiva del Estado de 

México, que establece: ~(j¡ I 

"Artículo 19.- Son atribu~nes de los miembros del cuerpo 

preventivo de seguridad ~{Jca municipal en el ejercicio de su 

función: CJ 

r-
V. Detene~ remitir sin demora al enntster'c Público a las 

personas en 4 de delito flagrante; y " 

Se aMa lo anterior porque de este artícul~ se advierte Que 

los mientas del cuerpo preventivo de seguridad pública municipal 

deben detener y remitir sin demora al Ministerio Público a las 

personas en caso de delito flagrante, y de no declarar la 

inconstitucionalidad de la norma impugnada existiría conflicto, en 

, perjuicio del derecho humano de libertad de los gobernados, para 

Que los policías municipales determinaran si remiten a una persona 

detenida en flagrancia, ante el Ministerio Público o ante el oficial 

conciliador y calificador, por ello si el Avuntarnlr ntn al emitir el 

artículo 74 fracciones 1, Ir, m, VI y VJI del Bando de Gobierno del 

Municipio de toruca 2009, así como de sus respectivas sanciones 



previstas en el último párrafo del articulo y ordenamiento citado, 

omitió acatar la '_ey de Seguridad Publica Preventiva del Estado de 

aéxrco, es indur.abte que la norma impugnada infringe el articulo 
, 

124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

México, que establece \a obligación de los ayuntamientos de la 

observancia de las leyes del Estado de México. 

Por otra parte el artículo 74 fracciones I, Ir, III, VI Y VII del 

Bando de Gobierno del Municipio de Toluca 2009, así como de sus 

respectivas sanciones previstas en el último párrafo del artículo y 

ordenamiento citado, inFringe los artículos 98, 100 Y 101 del Código 

de Procedimientos Penales del Estado de México, Que prevén:, 
"Articulo 98.- Toda persona Que tenga conocimiento de la 

comisión de hechos posiblemente constitutivos de delito persequtble 

de oficio, está obligada a denunciarlos de inmediato al Ministerio 
! 

Público. 

Si en el lunar donde se realizó el hecho denctuoso no hubiere 

Agente del Ministerio Público, la denuncia podrá formularse ante 

cualquier autortdad pública, Quien la recibirá y la comunicará sin 

demora al ,Agente del Ministerio Público más próximo, el Que podrá 

ordenarle la reenzectón de dufqenctes que estime convenientes y 

necesarias, lo QU(~ se hará constar en el expediente Que al efecto se 

forme." , 

"Articulo 100. Toda persona Que en ejercicio de fundones 

públicas tenga conocimiento de la probable existencia de un delito 

que deba cersecutrse de oficio, está obligada a partlclparlo 

inmediatamente al Ministerio Público, transmitiéndole todos los 

datos que tuviere, poniendo a su disposición, desde luego, a los 

tnorcreoos. si hubieren sido cetentocs". 
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"Articulo 101. 1iI omisión de denunciar el delito será 

sancionada 1J0r el procurador general de justicia con una multa de 

cinco a veinticinco días de salario general vigente 'en la zona, sin 

perjurcru de que se proceda penalmente contra e! omiso, si su 

omisión ccnstttuyera otro delito." 

De una interpretación sistemática de estas disposiciones 

legales, se colige que toda persona que tenga conocimiento de la 

comisión de hechos posiblemente constitutivos de delito perseguible 

de oficio, está obligada a denunciarlos de inmediato al Ministerio 

Público y en caso de que no exista éste en el lugar donde se realizó 

el hecho oeuctuoso. la denuncia po~ formularse ante cualquier 

autoridad pública, entre los (,.~s podrían ser ios oficiales 

conciliadores y calificadores del~untamiento de retoca. 

Además, se regula ,OOdi'J persona que tenga conocimiento 

de la cornístón de h~S posiblemente constitutivos de delito 

perseguible de OfiCiOrsta obligada a denunciarlos de inmediato al 

Ministerio PÚblic~n caso de que no hubiere éste en el lugar en 

donde se real' el hecho delictuoso, la denuncia podrá formularse 

ante CUaIQ~ autoridad publica. 

Ast;smo se advierte que toda persona que en ejercicio de 

funciones públicas tenga conocimiento de la probable existencia de 

un dento que deba perseguirse de enero. está obligada a 

certrcrcertc inmediatamente al Ministerio Público, y la omisión en 

que incurran sera sancionada por normas administrativas y 

penales, es indudable que la norma impugnada cdntravíene estas 

disposiciones legales, ya que al aplicarla las personas en ejercicio 

de sus funciones públicas deben presentar a los sujetos detenidos 

en flagrancia ante el oficial conciliador y calificador, y este hecho 

conlleva a abstenerse de la presentación ante el Ministerio Público. 
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De acuerdo a lo expuesto resunerre ilegal sostener la 

constitucionalidad del artículo 74 fracciones I, II, I1I, Vl y VII del 

Bando de Gobierno del Municipio de 'toruca 2009, considerando que 

las medidas coercitivas que impone ante su infracción son sólo la 

multa o el arresto, ya que de los razonamientos lógico juridicos 

expuestos en esta resolución, se advierte que esta declaración se 

funda en que el órgano emisor de la norma omitió la observancia de 
I 

la Constitución Política del Estado Ubre y Soberano de México, y las, 

siguientes leyes estatales: Código Penal del Estado de México, 

Código de Procedimientos Penales del Estado de MéXiCO, Ley 

Orgánica Municipal, Ley orcénrca de la Procuraduría General de 

Justicia del Estado de México, Ley Orqánlca del Poder Judicial del 

Estado de México y Ley de Seguridad Pública preventiva del Estado 

de MéXiCO, que obligan a los ayuntamientos a coadyuvar con el 

Mínisterió púbuco para la presentación de personas detenidas en 

flagrancia, y al haberse reglamentado que si se incurre en omisión 

se aplicará una sanción administrativa de acuerdo al Bando de 

Gobierno del Municipio de Toluca, y al existir sanción en el Código 

Penal del Estado de México,.por esta misma actuación, es indudable 
I 

que se podrían vulnerar los derechos humanos de los gobernados y 

provocarles un estaco de inseguridad, porque serían los integrantes 

de la policía municipal quienes determinen ante qué autoridad 

deben Iser presentados, es decir, ante el oficial conciliador y 

calificador o el ministerio público. 

En el contexto de las anteriores consideraciones, ai estimarse 

que la norma Impugnada es vrotatorta de los principios de legalidad 

y seguridad jurídica, la Constitución Política del Estado Ubre y 

Soberano de Mé>:ico y las siguientes leyes estatales: Código Penal 

del Estado de MéXiCO, Código de Procedimientos Penales del Estado 
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de r-1exico, Ley Orgánica Municipal, Lev Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Estado de México, Ley Orqáníca del Poder 

Judicial del Estado de México y Ley de Seguridad Publica preventiva 

del Estado de México, es innecesario analizar los restantes 

conceptos de invalidez en los cuales se aduce violación a los 

principios de. debido proceso legal y eficacia en la edrntmstraclón de 

justicia, ya que con el estudio de los rnencfonaoos en párrafos 

precedentes, se cumplió el propósito de este medio de control 

constitucional, que es declarar la invalidez de la norma impugnada. 

Ilustra esta consideración la jurisprudencia del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nac~, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su .~eta XIX, del mes de junio de 

2004, página: 863, del rubro ~xto que a continuación se cita: 

"ACCIÓN DE \.QNSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO 

INNECESARIO DE C~EPTOS DE INVALIDE;:. Si se declara 

la invalidez delr-cto impugnado en una acción de 

inconstitucion~ad, por haber sido funda::lo uno de los 

conceptos "-invalidez propuestos, se cumJle el propósito 

de este nÚio de control constitucional y resurta innecesario 

ocupart' de los restantes argumentos rela~ivos al mismo 

acto," 

En consecuencia. se declara la invalidez. del articulo 74 
,. 

fracciones 1, 11, In, VI y VII del Bando de Gobierno del Municipio de 

Toluea 2009, así como de sus respectivas sanciones previstas en el 

último párrafo del artículo y ordenamiento citado, publicado en la 

Gaceta Municipal el cinco de febrero de 2009 y en el PeriódiCO 

Oficial del Gobierno del Estado de México, "Gaceta del Gobierno" el 

nueve de marzo de dos mil nueve, declaración que tiene efectos 
, 

generales. 



Con fundamento en el artículo 34 de la Ley Reglamentaria del 

artículo aa bis de la Constitución Política del Estado Libre y 

soberano de Mexico, se ordena notificar a las partes la presente 

resolución y una vez que cause ejecutoria publiquese la misma de 
, 

manera integra, en el Boletín Judicial, de este órgano jurisdiccional, 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de 

México" Gaceta del Gobierno", y Periódico Oficia! del Ayuntamiento 

"Gaceta Municipal" de 'rotuca. 

Dicha invalidez surtirá efectos a partir de la publicación de 

esta resolución en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre 

y Soberano de México, "Gaceta del Gobierno"., 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO.- Es procedente la presente acción de. 

tnconsutucronatrcao promovida por el Comisionado de 105 perechos 

Humanos del Estado de México. 

5EGUNDO.- Se declara la mconstttuclonandad y la 

consiguiente invalidez de las fracciones 1, tt. IIl, VI Y VII del 

artículo 74 del Bando de Gobierno del Municipio de 'rctuca 2009, así 

como de sus respecnvas sanciones previstas en el último párrafo 

del artículo y ordenamiento citado, publicado en la Gaceta Municipal 

el cinco de febrero de 2009 y en el Periódico Oficial del Gobierno del 

Estado de México, "Gaceta del Gobtemo" el nueve de marzo de dos 

mil nueve, declaración que tiene efectos generales, 

TERCERO." Una vez que cause ejecutoria pubticuese esta 

sentencia en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de México, 

y del Ayuntamiento de retoca. "Gaceta del Gobierno", "Gaceta 

Municipal" y en el Órgano Informativo del Poder Judicial del Estado 

de México "Boletín Judicial". 
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Municipal" y en el Órgano Informativo del Poder Judicial del Estado 

de México "Boletín Judicial", 

CUARTO.- NotlflQuese personalmente al Comisionado de los 

Derechos Humanos del Estado de México, Ayuntamiento del 

Municipio de Toluca y Presidente Municipal CO'lstituclonal de roioce. 

Asilo resolvieron por unarwnidad de 'lotos tos to'lagistrados 

integrantes de la Sala constitucional del .Tribunal Superior de 

JustK;la del Estado de México, Maestro en Derecho ALEJANDRO 

NAlto'lE GONZÁLEZ, Licenciado JOAQuíN MENDOZA ESQUIVEL, 

Doctor en Derecho LEOBARDO MIGUEL MART'ÍNEZ SORIA, Doctor 

en Derecho GONZAtn ANTONI~ERGARA ROJAS y Licenciada 

MARÍA DO\..ORES OVANDO CO~ELO. DOY Fi:, 
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